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-DERECHO SANITARIO- 
 

1-LEGISLACIÓN 

 
I. LEGISLACIÓN ESTATAL 
 
 

- Ley 3/2026, de 29 de julio, de modificación de normas sobre el programa de 
cribado neonatal del Sistema Nacional de Salud y de otra normativa. 
 

boe.es  
 

- Orden SND/810/2026, de 22 de julio, por la que se publican las bases para la 
creación de los Diplomas de Acreditación en el Área Funcional de Tutorización 
de Profesionales en Formación Sanitaria Especializada. 

 

boe.es  
 

- Orden SND/715/2026, de 8 de julio, por la que se modifica la Orden 
SCB/45/2019, de 22 de enero, por la que se modifica el anexo VI del Real 
Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, por el que se establece la cartera 
de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud y el procedimiento para 
su actualización, se regula el procedimiento de inclusión, alteración y 
exclusión de la oferta de productos ortoprotésicos y se determinan los 
coeficientes de corrección. 

 

boe.es  
 

- Orden PJC/781/2026, de 28 de julio, por la que se publica el Acuerdo del 
Consejo de Ministros de 28 de julio de 2026, por el que se determina la sede 
física de la Agencia Estatal de Salud Pública. 

 

boe.es  
 

- Resolución de 6 de julio de 2026, del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, 
por la que se modifican la Resolución de 17 de enero de 2018, por la que se 
aprueba el Plan de Ordenación de Recursos Humanos del INGESA, y la 
Resolución de 19 de enero de 2023, por la que se amplía su vigencia. 

 

boe.es  
 

- Resolución de 5 de agosto de 2026, de la Secretaría General Técnica, por la 
que se publica el Convenio entre la Secretaría de Estado de Migraciones y la 
Sociedade Espanhola de Beneficencia de Río de Janeiro, sobre la prestación 
de asistencia médica subvencionada a los emigrantes españoles residentes en 
la región de Río de Janeiro que carezcan de recursos suficientes. 

 

boe.es  

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2026-16654
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2026-16654
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-16830
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-16830
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-15302
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-15302
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-16527
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-16527
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-15295
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-15295
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17619
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 II. LEGISLACIÓN AUTONÓMICA 
 
 
LA RIOJA 
 

- Decreto 16/2026, de 14 de julio, por el que se modifica el Decreto 25/2024, 
de 23 de julio, por el que se establece la estructura orgánica y funciones de la 
Gerencia del Servicio Riojano de Salud. 
 

bor.es  
 
CATALUÑA 
 

- Ley 11/2026, de 9 de julio, de medidas fiscales, financieras, administrativas y 
del sector público. 
 

dogc.es  
 

- Ley 8/2026, de 2 de julio, de la erradicación del amianto. 
 

boe.es  
 

- Orden SLT/148/2026, de 31 de julio, por la que se actualiza el anexo del 
Decreto 196/2010, de 14 de diciembre, del sistema sanitario integral de 
utilización pública de Cataluña (SISCAT). 

 
dogc.es  

 
- Orden SLT/149/2026, de 31 de julio, por la que se modifica la delimitación de 

varias áreas básicas de salud. 
  

dogc.es  
 

- Orden SLT/145/2026, de 30 de julio, por la que se crea la Comisión 
Departamental de Innovación para la Transformación del Sistema de Salud. 

 
dogc.es  

  
- Orden SLT/160/2026, de 26 de agosto, por la que se modifica la delimitación 

de varias áreas básicas de salud. 
 

dogc.es  
  

- Resolución SLT/2136/2026, de 26 de junio, por la que se aprueba el manual 
de estándares de acreditación de los equipos de atención primaria de 
Cataluña. 

 
dogc.es  

 

https://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=41410125-1-PDF-578660-X
https://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=41410125-1-PDF-578660-X
https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1049679
https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1049679
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17836
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17836
https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1051895
https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1051895
https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1051998
https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1051998
https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1051839
https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1053363
https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1053363
https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1048570
https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1048570


6 

 

- Resolución SLT/2135/2026, de 26 de junio, por la que se crea el Programa de 
apoyo a la coordinación territorial y a la interlocución en salud. 

 
dogc.es  

 
 
ANDALUCÍA 
 

- Decreto 189/2026, de 30 de julio, por el que se establece la estructura 
orgánica de la Consejería de Presidencia, Sanidad y Emergencias. 
 

boja.es  
 

- Resolución de 1 de julio de 2026, de la Universidad de Huelva, por la que se 
ordena la publicación del reglamento de concursos para la provisión de plazas 
de Profesorado Asociado del Concierto con instituciones sanitarias de la 
Universidad de Huelva. 
 

boja.es  
 
 
MURCIA 
 

- Resolución del Secretario General de la Consejería de Salud, por la que se 
dispone la publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia del 
Contrato Programa para 2026 entre la Consejería de Salud y la Fundación para 
la Formación e Investigación Sanitarias de la Región de Murcia. 
 

borm.es  
 
 
EXTREMADURA 
 

- Ley 2/2026, de 3 de agosto, de Presupuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura para el año 2026. Disposición Adicional 
Decimoctava. Medidas en materia de Personal sanitario 
 

boe.es  
 
 
NAVARRA 
 

- Decreto Foral 46/2026, de 1 de julio, por el que se modifica el Decreto Foral 
171/2015, de 3 de septiembre, por el que se aprueban los Estatutos del 
Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea. 
 

bon.es  
 

https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1048522
https://dogc.gencat.cat/es/document-del-dogc/?documentId=1048522
https://juntadeandalucia.es/boja/2026/515/1
https://juntadeandalucia.es/boja/2026/515/1
https://juntadeandalucia.es/boja/2026/129/32
https://juntadeandalucia.es/boja/2026/129/32
https://www.borm.es/#/home/anuncio/05-08-2026/3889
https://www.borm.es/#/home/anuncio/05-08-2026/3889
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17839
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17839
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2026/141/0
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- Orden Foral 297E/2026, de 17 de junio, del consejero de Salud, por la que se 
modifica la Orden Foral 42/2016, de 11 de mayo, del consejero de Salud, por 
la que se crea la Comisión Central de Farmacia del Servicio Navarro de Salud-
Osasunbidea. 
 

bon.es  
 

- Orden Foral Salud 343E/2026, de 27 de julio, del consejero de Salud, por la 
que se establece el sistema de identificación de determinado personal del 
Instituto de Salud Pública y Laboral de Navarra y de la Dirección General de 
Salud. 

 
bon.es  

 
 

PAÍS VASCO 
 

- Decreto 127/2026, de 28 de julio, por el que se aprueba el Acuerdo de la Mesa 
Sectorial de Sanidad, sobre determinadas medidas específicas relativas a las 
condiciones de desempeño profesional del personal médico y facultativo 
especialista, alcanzado en su reunión del día 20 de julio de 2026. 
 

bopv.es  
 

- Orden de 28 de julio de 2026, del consejero de Salud, de creación del Consejo 
Asesor de Transformación en Salud. 
 

bopv.es  
 

ASTURIAS 
  

- Acuerdo de 9 de julio de 2026, del Consejo de Gobierno, por el que se 
modifican el Acuerdo de 14 de febrero de 2024, del Consejo de Gobierno, por 
el que se establecen las condiciones para percibir el complemento de 
productividad variable vinculado a la realización de programas especiales por 
personal de las instituciones sanitarias del SESPA y se fijan sus cuantías, y el 
Acuerdo de 6 de julio de 2026, del Consejo de Gobierno, por el que se fijan 
para 2026 las cuantías de las retribuciones del personal al servicio de la 
Administración del Principado de Asturias. 
 

bopa.es  
 

- Decreto 55/2026, de 10 de agosto, por el que se regula la acreditación de 
centros y servicios de atención socio-sanitaria a personas con adicciones.  
 

bopa.es  
 

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2026/131/0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2026/131/0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2026/164/0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2026/164/0
https://www.euskadi.eus/web01-bopv/es/bopv2/datos/2026/08/2603490a.pdf
https://www.euskadi.eus/web01-bopv/es/bopv2/datos/2026/08/2603490a.pdf
https://www.euskadi.eus/web01-bopv/es/bopv2/datos/2026/08/2603528a.pdf
https://www.euskadi.eus/web01-bopv/es/bopv2/datos/2026/08/2603528a.pdf
https://miprincipado.asturias.es/bopa/2026/07/10/2026-05964.pdf
https://miprincipado.asturias.es/bopa/2026/07/10/2026-05964.pdf
https://miprincipado.asturias.es/bopa/2026/08/21/2026-06994.pdf
https://miprincipado.asturias.es/bopa/2026/08/21/2026-06994.pdf
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- Decreto 56/2026, de 10 de agosto, por el que se regulan la Escuela Asturiana 
de Cuidados y el Grupo Autonómico Coordinador de la Escuela Asturiana de 
Cuidados. 

 
bopa.es  

 
- Resolución de 30 de junio de 2026, de la Dirección Gerencia del Servicio de 

Salud del Principado de Asturias, por la que se modifica el Pacto sobre 
contratación de personal temporal y sobre promoción interna temporal del 
personal estatutario del Servicio de Salud del Principado de Asturias. 

 
bopa.es  

 
 
CASTILLA LA MANCHA 

 
- Resolución de 03/07/2026, de la Presidencia de la Agencia de Transformación 

Digital de Castilla-La Mancha, por la que se delegan competencias. 
 

docm.es  
 

- Resolución de 06/07/2026, de la Dirección-Gerencia, que modifica la 
Resolución de 15/11/2017, sobre las condiciones económicas aplicables a la 
prestación de determinados servicios de asistencia sanitaria a través de 
medios ajenos, en el ámbito de gestión del Sescam. 
 

docm.es  
 

- Resolución de 20/07/2026, de la Consejería de Hacienda, Administraciones 
Públicas y Transformación Digital, por la que se prorroga la Carta de Servicios 
del Servicio de Atención y Coordinación de Urgencias y Emergencias 1-1-2 de 
Castilla-La Mancha. 
 

docm.es  
 
 

CASTILLA Y LEÓN 
 

- Orden SAN/777/2026, de 14 de agosto, por la que se crean, modifican y 
suprimen demarcaciones asistenciales médicas y de enfermería en Castilla y 
León. 
 

bocyl.es  
 

- Orden SAN/778/2026, de 14 de agosto, por la que se crean, suprimen y 
modifican demarcaciones asistenciales médicas y de enfermería en Castilla y 
León. 
 

bocyl.es  

https://miprincipado.asturias.es/bopa/2026/08/21/2026-06993.pdf
https://miprincipado.asturias.es/bopa/2026/08/21/2026-06993.pdf
https://miprincipado.asturias.es/bopa/2026/07/15/2026-05849.pdf
https://miprincipado.asturias.es/bopa/2026/07/15/2026-05849.pdf
https://docm.jccm.es/docm/descargarArchivo.do?ruta=2026/07/14/pdf/2026_5298.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.jccm.es/docm/descargarArchivo.do?ruta=2026/07/14/pdf/2026_5298.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.jccm.es/docm/descargarArchivo.do?ruta=2026/07/16/pdf/2026_5372.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.jccm.es/docm/descargarArchivo.do?ruta=2026/07/16/pdf/2026_5372.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.jccm.es/docm/descargarArchivo.do?ruta=2026/07/29/pdf/2026_5628.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.jccm.es/docm/descargarArchivo.do?ruta=2026/07/29/pdf/2026_5628.pdf&tipo=rutaDocm
https://bocyl.jcyl.es/boletines/2026/08/19/pdf/BOCYL-D-19082026-160-18.pdf
https://bocyl.jcyl.es/boletines/2026/08/19/pdf/BOCYL-D-19082026-160-18.pdf
https://bocyl.jcyl.es/boletines/2026/08/19/pdf/BOCYL-D-19082026-160-19.pdf
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- Orden SAN/737/2026, de 3 de agosto, por la que se modifica la Zona Básica de 

Salud de Segovia II y se crea la Zona Básica de Salud de Segovia IV en el Área 
de Salud de Segovia. 
 

bocyl.es  
 

- Orden SAN/760/2026, de 11 de agosto, por la que se reestructuran Zonas 
Básicas de Salud del Área de Salud de Salamanca. 
 

bocyl.es  
 
 

MADRID 
 

- Decreto 60/2026, de 15 de julio, del Consejo de Gobierno, de ordenación del 
sistema de formación sanitaria especializada en la Comunidad de Madrid.  
 

bocm.es  
 

- Acuerdo de 22 de julio de 2026, del Consejo de Gobierno, por el que se 
aprueba la extinción de la Fundación Pública Sanitaria Hospital Universitario 
Fundación Alcorcón. 
 

bocm.es  
 

- Orden 1104/2026, de 10 julio, de la Consejería de Sanidad, por la que se 
declara la uniformidad y la gestión centralizada de la contratación del 
suministro de equipamiento electromédico para quirófanos, destinado a los 
centros sanitarios del Servicio Madrileño de Salud (SERMAS).  
 

bocm.es  
 

- Resolución de 6 de agosto de 2026, de la Dirección General de Recursos 
Humanos y Relaciones Laborales, por la que se acuerda la publicación del 
Acuerdo de 31 de julio de 2026, sobre el proceso de integración del personal 
laboral del Hospital Universitario Fundación Alcorcón en régimen estatutario 
del Servicio Madrileño de Salud.  
 

bocm.es  
 
 

CANTABRIA 
  

- Decreto 52/2026, de 9 de julio, de Distinciones Honoríficas en la Sanidad de 
Cantabria. 
 
boc.es  
 

https://bocyl.jcyl.es/boletines/2026/08/05/pdf/BOCYL-D-05082026-150-10.pdf
https://bocyl.jcyl.es/boletines/2026/08/05/pdf/BOCYL-D-05082026-150-10.pdf
https://bocyl.jcyl.es/boletines/2026/08/13/pdf/BOCYL-D-13082026-156-7.pdf
https://bocyl.jcyl.es/boletines/2026/08/13/pdf/BOCYL-D-13082026-156-7.pdf
https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2026/07/23/BOCM-20260723-4.PDF?
https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2026/07/23/BOCM-20260723-4.PDF?
https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2026/07/23/BOCM-20260723-27.PDF?
https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2026/07/23/BOCM-20260723-27.PDF?
https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2026/07/20/BOCM-20260720-22.PDF?
https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2026/07/20/BOCM-20260720-22.PDF?
https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2026/08/14/BOCM-20260814-9.PDF
https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2026/08/14/BOCM-20260814-9.PDF
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=438123&utm_source
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=438123&utm_source
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- Resolución por la que se ordena la publicación del Acuerdo por el que se 
establecen los criterios generales del encuadramiento extraordinario del 
personal estatutario del Servicio Cántabro de Salud en el sistema carrera y de 
desarrollo profesional. 

 
boc.es  

 
 
CANARIAS 
 

- Orden de 22 de junio de 2026, por la que se aprueba el nuevo Calendario de 
Inmunizaciones para todas las edades de la vida en la Comunidad Autónoma 
de Canarias.  
 

boc.es  
 

- Orden de 2 de julio de 2026, por la que se actualizan las cuantías de las 
compensaciones por alojamiento y manutención de pacientes del Servicio 
Canario de la Salud y sus acompañantes por razón de la asistencia sanitaria 
prestada fuera del área de salud en la que se encuentra el municipio de 
residencia de la persona beneficiaria. 
 

boc.es  
 
 

GALICIA 
 

- Ley 4/2026, de 13 de julio, por la que se modifica la Ley 2/2022, de 6 de 
octubre, de medidas extraordinarias dirigidas a impulsar la provisión de 
puestos de difícil cobertura de determinado personal estatutario con título de 
especialista en ciencias de la salud del Servicio Gallego de Salud. 
 

dog.es  
 

- Decreto 88/2026, de 27 de julio, por el que se aprueba la oferta de empleo 
público para la provisión de puestos de difícil cobertura de la categoría de 
médico/a de urgencias hospitalarias del Complejo Hospitalario Universitario 
de Ourense para el año 2026. 
 

dog.es  
 
 

ARAGÓN 
 

- Decreto 140/2026, de 29 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se 
establece la estructura orgánica del Departamento de Sanidad y del Servicio 
Aragonés de Salud. 
 

boa.es  

https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=438467
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=438467
https://www.gobiernodecanarias.org/boc/2026/140/2482.html?
https://www.gobiernodecanarias.org/boc/2026/140/2482.html?
https://www.gobiernodecanarias.org/boc/2026/140/2483.html?
https://www.gobiernodecanarias.org/boc/2026/140/2483.html?
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2026/20260715/AnuncioC3B0-130726-0001_es.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2026/20260715/AnuncioC3B0-130726-0001_es.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2026/20260807/AnuncioC3K1-310726-0001_es.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2026/20260807/AnuncioC3K1-310726-0001_es.html
https://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1460437650202&utm_source
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- Orden SAN/1092/2026, de 13 de julio, por la que se crea la categoría 

estatutaria de Técnico/a en Emergencias Sanitarias en el ámbito de los 
centros sanitarios del Servicio Aragonés de Salud. 

 
boa.es  

 
 

VALENCIA 
  

- Ley 5/2026, de 31 de julio, de medidas fiscales, de gestión administrativa y 
financiera, y de organización de la Generalitat. 
 

dogv.es  
 

- Decreto 110/2026 de 24 de julio, del Consell, por el que se regulan los 
Servicios de Atención e información al Paciente (SAIP) del Sistema Valenciano 
de Salud. 
 

dogv.es  
 

- Resolución de 24 de julio de 2026, de la Dirección General de Innovación e 
Inclusión Educativa, por la que se dictan las instrucciones para la organización 
de la atención educativa domiciliaria y hospitalaria. 
 

dogv.es  
 

- Resolución de 24 de julio de 2026, por la que se crea y regula un grupo de 
trabajo de carácter técnico y consultivo en materia de enfermedades raras de 
la Conselleria de Sanidad de la Generalitat Valenciana. 
 

dogv.es  
 

- Resolución de 13 de julio de 2026, por la cual se crea el sello electrónico del 
Centro Transfusión de la Comunitat Valenciana (CTCV) para actuación 
administrativa automatizada. 
 

dogv.es  
 

- Resolución de 5 de agosto de 2026, por la que se crea la Oficina Autonómica 
del Dato de Salud de la Comunitat Valenciana. 

 
dogv.es  

 
- Resolución de 5 de agosto de 2026, por la que se crea la Oficina Autonómica 

de Ciberseguridad Sanitaria de la Comunitat Valenciana. 
 

dogv.es  
 

https://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1459330860303&utm_source
https://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1459330860303&utm_source
https://dogv.gva.es/datos/2026/08/10/pdf/2026_26204_es.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2026/08/10/pdf/2026_26204_es.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2026/07/30/pdf/2026_24916_es.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2026/07/29/pdf/2026_25463_es.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2026/07/30/pdf/2026_25476_es.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2026/07/30/pdf/2026_25476_es.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2026/07/23/pdf/2026_24801_es.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2026/07/23/pdf/2026_24801_es.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2026/08/12/pdf/2026_26582_es.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2026/08/12/pdf/2026_26582_es.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2026/08/12/pdf/2026_26574_es.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2026/08/12/pdf/2026_26574_es.pdf
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- Resolución de 5 de agosto de 2026, sobre creación, organización y 
funcionamiento de los grupos técnicos asesores de la Dirección General de 
Salud Mental y Adicciones.  
  

dogv.es  
 
 

BALEARES 
 

- Decreto ley 2/2026, de 7 de agosto, por el cual se establecen medidas en 
materia de protección de la salud pública. 
 

boib.es  
 
 

- Decreto ley 3/2026, de 7 de agosto, por el cual se establecen medidas 
urgentes en materia de educación. 
 

boib.es  

 

https://dogv.gva.es/datos/2026/08/20/pdf/2026_26566_es.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2026/08/20/pdf/2026_26566_es.pdf
https://www.caib.es/eboibfront/eli/es-ib/dl/2026/08/07/2/dof/spa/html
https://www.caib.es/eboibfront/eli/es-ib/dl/2026/08/07/2/dof/spa/html
https://www.boe.es/ccaa/boib/2026/100/i44409-44416.pdf
https://www.boe.es/ccaa/boib/2026/100/i44409-44416.pdf
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2. TRIBUNA. 
 

 

ALCOHOL Y MENORES: DE LA FRAGMENTACIÓN NORMATIVA A UNA 
ESTRATEGIA INTEGRAL DE PREVENCIÓN. 
 

Gema Marcilla Córdoba. 
Profesora Titular de Filosofía del Derecho. Universidad de Castilla-La Mancha. 

 
 

SUMARIO: 1. Introducción. —2. Fundamentos éticos y jurídicos de la intervención 
pública en materia de prohibición del alcohol en menores de edad. —3. La salud 
pública (y no el orden público) como bien jurídico clave de la regulación. —4. Estado 
actual de la legislación estatal de prevención del alcohol en menores. —5. 
Legislación autonómica. —6. Castilla-La Mancha: una comunidad autónoma bien 
posicionada en la prevención del consumo juvenil de alcohol. —7. El Proyecto de Ley 
estatal. —8. Informes consultivos. —9. Valoración del Proyecto de Ley en curso. —10. 
A modo de recapitulación. —Bibliografía. —Legislación. 
 

Resumen 
 

Este trabajo analiza la prevención del consumo de alcohol en menores como 
directriz de salud pública y examina el estado actual de la regulación española, 
sosteniendo que el principal problema no es la ausencia de normas, sino, de un lado, 
su dispersión territorial y material, y, de otro lado, la necesidad de generar un 
entorno social más favorable a la eficacia de las normas existentes. El Proyecto de 
Ley de prevención del consumo de bebidas alcohólicas y de sus efectos en las 
personas menores de edad1 representa un intento de construir una estrategia 
integral de prevención, y afronta los problemas de la falta de eficacia, como la 
condescendencia social con el alcohol, los conflictos con intereses económicos y las 
lagunas normativas sobre la promoción de la bebida en entornos digitales.  

1. Introducción 
 

El alcohol es una de las principales causas de muerte y enfermedad evitables en el 
mundo, y sus efectos son más destructivos cuanto antes se empieza a beber.2 Por 
ello, la prevención del consumo de alcohol en menores se ha convertido en una 
prioridad creciente de las políticas de salud pública.  
 
El consumo de alcohol durante la adolescencia presenta, además, particularidades 
que lo distinguen del que realizan los adultos. El cerebro de los menores se 
encuentra en pleno proceso de maduración, lo que incrementa su vulnerabilidad a 
los efectos neurológicos del alcohol y eleva el riesgo de desarrollar adicción en la 

                                                 
1 Aprobado por el Consejo de Ministros el 11 de marzo de 2025 y remitido al Congreso de los 

Diputados para su tramitación (núm. de expediente 121/000050). 
2 Organización Mundial de la Salud, Oficina Regional para Europa (2024), que advierte que «el impacto dañino del 

alcohol comienza temprano en el ciclo de vida». En el mismo sentido, OMS, Global status report (2024), que atribuye al 

consumo de alcohol 2,6 millones de muertes anuales (4,7 % del total), calificadas como evitables. 
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edad adulta. A ello se suman las formas más habituales de consumo juvenil (en 
especial, el consumo intensivo concentrado en fines de semana o períodos festivos) y 
la gran exposición de los menores a la publicidad y al patrocinio de bebidas 
alcohólicas, también ahora en los entornos digitales.3 
 
Los datos disponibles confirman la magnitud del problema.4 El alcohol es la sustancia 
psicoactiva más consumida entre los estudiantes de 14 a 18 años, y la edad media de 
inicio se sitúa en torno a los 14 años. El consumo por lo general es el de “atracón” o 
binge drinking, es decir, episodios intensivos y concentrados, y ello en un contexto 
de baja percepción del riesgo y aceptación social. Su consumo se asocia a más de 
200 problemas de salud y las muertes atribuibles al alcohol son proporcionalmente 
mayores entre los jóvenes consumidores que entre los adultos; a ello se añaden 
daños indirectos, como las lesiones, los accidentes de tráfico, las conductas sexuales 
de riesgo (embarazos no deseados, enfermedades de transmisión sexual, etc.) y el 
fracaso escolar. Además, las diferencias de género se están reduciendo, y las 
mujeres más jóvenes se acercan a patrones de consumo cada vez más nocivos.  
Frente a este escenario, los poderes públicos han desplegado una pluralidad de 
instrumentos normativos dirigidos a limitar el acceso de los menores al alcohol y a 
prevenir su consumo. El resultado, sin embargo, es un denso, pero poco coherente 
mosaico regulatorio: a la legislación estatal se superpone una abundante normativa 
autonómica y local, pero son destables las disparidades en materia de venta, 
suministro, publicidad, patrocinio, consumo y régimen sancionador. Por tanto, 
parece que uno de los problemas para lograr una prevención eficaz no reside tanto 
en la ausencia de normas, cuanto en su dispersión y divergencia territorial y 
material. Junto a este problema, de técnica normativa, puede destacarse un 
segundo escollo: la falta de eficacia práctica (déficits de cumplimiento por 
particulares y falta de compromiso de las autoridades y las familias; factores estos 
derivados de la percepción social del alcohol como una forma de divertirse y 
celebrar inocua. Ni que decir tiene que esta percepción es reforzada por quienes 
ostentan intereses comerciales e industriales en la venta del alcohol.  
 
Desde esta perspectiva, este texto persigue un doble objetivo. En primer lugar, 
ofrecer una panorámica de los fundamentos éticos y jurídicos de la intervención de 
los poderes públicos en este ámbito (salud pública centrada en la prohibición del 
consumo de alcohol por menores de edad), así como del estado actual de la 
regulación española, estatal y autonómica. En segundo lugar, valorar en qué medida 
el Proyecto de Ley de prevención del consumo de bebidas alcohólicas y de sus 
efectos en las personas menores de edad representa un intento de superar la 
fragmentación normativa mediante una estrategia integral de prevención. 
 
El desarrollo de ambas ideas se estructura en diez epígrafes. Tras esta introducción, 
se examinan los presupuestos éticos y jurídicos de la intervención pública (epígrafe 
2) y la consolidación de la salud pública como eje de la regulación (epígrafe 3). A 
continuación, se analiza el estado de la legislación estatal (epígrafe 4) y autonómica 

                                                 
3 Sobre la mayor vulnerabilidad de los menores al alcohol y sus efectos nocivos, véase Becoña Iglesias y 

Calafat Far (2006). 
4 Los datos epidemiológicos proceden de Sureda Llull et al. (2021). Por su fecha, las cifras pueden haber 

variado. 
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(epígrafe 5), con especial atención a Castilla-La Mancha como estudio de caso 
(epígrafe 6). Los epígrafes séptimo y octavo abordan, respectivamente, el Proyecto 
de Ley estatal y los informes consultivos emitidos durante su tramitación. El trabajo 
se cierra con una valoración crítica (epígrafe 9) y con las conclusiones (epígrafe 10). 

2. Fundamentos éticos y jurídicos de la intervención pública en materia de 
prohibición del alcohol en menores de edad. 
 

La restricción del acceso de los menores al alcohol plantea una cuestión clásica de la 
filosofía política y jurídica: ¿en virtud de qué título puede el Estado limitar la 
libertad de un individuo para realizar conductas que, al menos de forma directa, no 
dañan a terceros? El consumo de alcohol es, en una primera aproximación, una 
conducta autorreferente (self-regarding, en la terminología anglosajona), cuyos 
perjuicios científicamente probados recaen primordialmente sobre quien la realiza. 
Y, sin embargo, los ordenamientos contemporáneos la restringen, de manera 
especialmente intensa cuando se trata de menores de edad. Conviene, por tanto, 
examinar los fundamentos que legitiman esa intervención. 
 
El punto de partida es el principio del daño (harm principle), formulado por John 
Stuart Mill en Sobre la libertad (1859).5 Según este principio, la única razón que 
legitima el ejercicio del poder sobre un miembro de una comunidad civilizada, en 
contra de su voluntad, es evitar un daño a los demás. La otra cara de la moneda de 
este principio es que el propio bien del individuo, físico o moral no constituye 
justificación suficiente. Desde esta premisa, el adulto plenamente capaz debería ser 
libre incluso para adoptar decisiones perjudiciales para sí mismo, pues sobre su 
cuerpo y su mente el individuo es soberano. El consumo de alcohol por un adulto se 
situaría, en principio, dentro de esa esfera de autonomía protegida frente a la 
injerencia estatal. 
 
No obstante, los ordenamientos jurídicos contemporáneos admiten numerosas 
excepciones a una lectura estricta de este principio. No se permite, por ejemplo, 
vender órganos, renunciar a ciertos derechos fundamentales o pactar determinadas 
condiciones laborales lesivas; se imponen deberes de autoprotección como el uso del 
cinturón de seguridad o del casco. Estas limitaciones responden a dos ideas: existen 
situaciones en las que la decisión, aun afectando en principio solo a quien la adopta 
a) o no puede considerarse plenamente autónoma; b) o bien proyecta costes sobre 
el conjunto de la sociedad. Qué conductas dañinas para uno mismo sean 
verdaderamente autónomas y cuál sea la frontera entre lo autorreferente y lo que 
daña a terceros resultan asimismo cuestiones controvertidas. Y ello se evidencia en 
casos ética y jurídicamente dudosos, como la prohibición o legalización de la 
maternidad subrogada, la prostitución o el comercio de ciertas drogas. 
 
Desde el punto de vista filosófico, el paternalismo jurídico moderado entronca con la 
primera de las cuestiones: la limitación de la libertad de una persona en su propio 
beneficio por no ser verdaderamente autónoma (Alemany, 2005). Suele distinguirse 
habitualmente entre un paternalismo duro —que se impone incluso sobre decisiones 
plenamente voluntarias y competentes— y un paternalismo blando o débil, que solo 
interviene cuando la decisión no es verdaderamente autónoma por falta de 

                                                 
5 Mill (1859/2013). 
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información, de madurez o de capacidad.6 Mientras el primero resulta difícilmente 
compatible con el respeto a la autonomía individual, el segundo goza amplia 
aceptación, precisamente porque no contradice la voluntad de un agente 
plenamente racional, sino que suple su ausencia. 
 
Pues bien, los menores de edad constituyen el supuesto paradigmático de esta 
segunda forma de intervención. El Derecho presume que no han alcanzado todavía la 
madurez necesaria para valorar adecuadamente las consecuencias de ciertas 
decisiones y por ello les impide votar, conducir vehículos o realizar determinados 
actos jurídicos. La intervención pública sobre el consumo de alcohol de los menores 
no se enfrenta, así, a la objeción liberal clásica: no se trata de imponer a un adulto 
autónomo una determinada concepción de su bien, sino de proteger a quien aún 
carece de plena capacidad para autodeterminarse frente a un riesgo serio para su 
salud y su desarrollo. 
 
Esta misma lógica se reconoce en el terreno de la bioética. En el cuadro sinóptico 
con que Macario Alemany reconstruye la concepción bioética de Manuel Atienza, el 
principio primario de autonomía (cada individuo tiene derecho a decidir sobre lo que 
afecta a su vida y salud) admite como principio secundario un «paternalismo 
justificado», que opera cuando concurren un «beneficio objetivo» y la condición de 
«incompetente básico» del sujeto afectado (Alemany, 2023, p. 50). El menor de 
edad es, precisamente, el caso prototípico de esa incompetencia básica. Resulta 
especialmente ilustrativa para nuestro objeto la regla que el propio cuadro ofrece 
como ejemplo: «un padre no puede impedir que a un niño se le transfunda en caso 
de necesidad». Es decir, el ordenamiento antepone el beneficio objetivo del menor 
incluso a la voluntad de quienes ejercen su guarda. Por esa misma lógica, el Derecho 
puede y debe anteponer la protección de la salud de un menor de edad a su 
decisión, todavía inmadura, de consumir alcohol. 
 
A esta justificación basada en la autonomía limitada se añade un fundamento 
propiamente jurídico y convencional: la especial protección de la infancia. El interés 
superior del menor, consagrado en la Convención sobre los Derechos del Niño de 
1989 y en el artículo 39 de la Constitución española,7 no opera únicamente como un 
límite negativo, sino como un mandato positivo dirigido a los poderes públicos para 
que actúen frente a las situaciones de riesgo. Desde esta perspectiva, la protección 
del menor frente al alcohol no es una mera concesión paternalista (plano ético), sino 
la satisfacción de un deber constitucional de tutela (plano jurídico). 
 
En conclusión, las restricciones al acceso de los menores al alcohol cuentan con un 
fundamento mucho más sólido que las que pudieran recaer sobre los adultos. 
Confluyen en ellas el paternalismo blando (justificado por la falta de madurez), la 

                                                 
6 Sobre la distinción entre paternalismo duro y blando, véanse Feinberg (1986) y Dworkin (1972). Esta 

presunción de falta de competencia decisoria de niños y de adultos con discapacidad cognitiva o 

intelectual está siendo cuestionada en los últimos tiempos por desembocar en una falta de respeto a la 

dignidad humana y una discriminación. Por ello, en el Derecho sanitario se habla del menor maduro. 

Significativamente, la nueva Ley 8/2021 (ley de apoyos), diluye esta frontera entre personas capaces e 

incapaces, hacienda desaparecer las medidas de incapacitación e impulsando como regla general en su 

lugar las medidas voluntarias de apoyo adecuadas a cada persona.  
7 Convención sobre los Derechos del Niño (1989); Constitución Española (1978), art. 39. 
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protección de terceros (pues la familia y la comunidad soportan parte de los costes 
del consumo precoz) y, sobre todo, el mandato de especial protección de la 
infancia. La prohibición de la venta, el suministro y la promoción de bebidas 
alcohólicas dirigida a menores halla aquí su principal justificación, y desplaza el 
centro de gravedad del debate desde la legitimidad de la intervención (apenas 
discutida) hacia la eficacia del modelo regulatorio elegido, objeto de los epígrafes 
siguientes8. 

3. La salud pública (y no el orden público) como bien jurídico clave de la 
regulación. 
 

La regulación del alcohol ha experimentado un desplazamiento del bien jurídico: 
durante mucho tiempo, las normas sobre bebidas alcohólicas respondieron 
principalmente a una lógica de orden público y de protección de la convivencia. En 
las últimas décadas, sin embargo, el centro de gravedad se ha trasladado hacia una 
lógica de salud pública, que concibe el consumo de alcohol como un problema 
sanitario de primer orden y orienta la intervención hacia la prevención. 
 
Este enfoque parte de la constatación científica ya señalada: los daños del alcohol 
son especialmente graves cuando el consumo se inicia en edades tempranas. Desde 
esta premisa, la actuación pública no se limita a sancionar conductas, sino que 
pretende incidir sobre los determinantes sociales y comerciales de la salud —la 
disponibilidad del producto, su precio, su publicidad y la percepción social que lo 
rodea. 
 
Esta lógica no es una mera opción doctrinal.9 El propio Ministerio de Sanidad 
considera el consumo excesivo de alcohol el primer problema de salud pública en 
España. La evidencia más reciente ha desplazado, además, la idea de un consumo 
«responsable» o «moderado» inocuo: no existe un nivel de consumo de alcohol 
seguro para la salud, de modo que la cantidad más saludable es cero, máxime en la 
población adolescente. A la carga sanitaria se añade un notable impacto económico 
(gasto sanitario y pérdida de productividad), que convierte la prevención en una 
inversión eficiente en salud pública. 
 
En el ordenamiento español, este giro encuentra apoyo en la legislación sanitaria. La 
Ley General de Sanidad de 198610 habilitó a las administraciones para adoptar 
medidas preventivas de protección de la salud pública, y la Ley General de Salud 
Pública de 201111 reforzó esa orientación al situar la prevención y la promoción de la 
salud en el núcleo de la acción de los poderes públicos. Sobre esta base se justifican 
las restricciones a la venta, las limitaciones publicitarias y otras medidas dirigidas a 
reducir el consumo. La perspectiva de salud pública constituye, así, el fundamento 

                                                 
8 Si se trae a colación aquí el asunto de la legitimidad de la intervención de los poderes públicos es 

porque la prevención del alcohol en menores sería más efectiva en un contexto de menor 

condescendencia jurídica y social con la ingesta por mayores de edad de una droga como el alcohol.  
9 Ministerio de Sanidad, Estrategia Nacional sobre Adicciones 2017-2024; sobre la inexistencia de un 

nivel de consumo seguro, GBD (2018). Datos recogidos en Sureda Llull et al. (2021). 
10 Ley 14/1986, General de Sanidad. 
11 Ley 33/2011, General de Salud Pública. 
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sobre el que se asienta la estrategia integral de prevención que persigue el Proyecto 
de Ley. 

4. Estado actual de la legislación estatal de prevención del alcohol en menores. 
 

La legislación estatal vigente protege a los menores frente al alcohol a través de dos 
grandes bloques normativos: la protección jurídica del menor y la legislación 
sanitaria. Ninguno de ellos constituye, sin embargo, una regulación específica e 
integral sobre alcohol y menores, sino que ofrece principios generales y 
habilitaciones que se proyectan sobre esta materia. 
 
En el ámbito de la protección de la infancia, la norma básica es la Ley Orgánica 
1/1996, de Protección Jurídica del Menor12, que consagra el principio del interés 
superior del menor y obliga a los poderes públicos a actuar frente a las situaciones 
de riesgo. Esta orientación preventiva se ha visto notablemente reforzada por la Ley 
Orgánica 8/2021, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la 
violencia13 (LOPIVI), que exige a las administraciones desarrollar actuaciones 
dirigidas a prevenir conductas que comprometan el desarrollo integral de niños y 
adolescentes (y el consumo habitual de alcohol constituye un factor de riesgo 
relevante).  
 
Si bien la LOPIVI no prohíbe expresamente la venta de alcohol en centros escolares 
ni en otros entornos frecuentados por menores; puede sostenerse que sus mandatos 
sirven de manera indirecta a esa finalidad. De un lado, su objetivo es prevenir y 
detectar situaciones de violencia; de otro, para lograrlo impone a todos los centros 
educativos la designación de un coordinador o coordinadora de bienestar y 
protección (art. 35 LOPIVI), a las entidades deportivas y de ocio la de un delegado o 
delegada de protección (art. 48) y, en ese mismo ámbito, la adopción de protocolos 
de actuación (art. 47). Dado que el cometido de estas figuras y protocolos es velar 
por la protección y el bienestar del alumnado y de los participantes en actividades 
deportivas y de ocio, previniendo cualquier riesgo para su salud y seguridad (incluida 
expresamente la promoción de una dieta saludable), cabe interpretar 
teleológicamente la norma y entender que entre sus funciones se encuentra la de 
evitar prácticas no saludables como la dispensación de alcohol en espacios donde se 
encuentran menores. A falta de medidas sancionadoras, sí podría al menos dictarse, 
al amparo de esta ley, protocolos o códigos de buenas prácticas (soft law) que 
incorporen la prohibición de vender o suministrar bebidas alcohólicas, anticipando 
así las restricciones que contempla la futura normativa; la práctica demuestra, 
además, que las normas de soft law resultan muy efectivas pues, aun sin llevar 
aparejada sanción14, contribuyen a la creación de conciencia social. 
 
El segundo bloque es la legislación sanitaria (la Ley General de Sanidad de 1986 y la 
Ley General de Salud Pública de 2011), cuya habilitación para adoptar medidas 

                                                 
12 Ley Orgánica 1/1996, de Protección Jurídica del Menor. 
13 Ley Orgánica 8/2021 (LOPIVI). 
14 Escudero Alday (2025) muestra que los códigos de autorregulación y de buenas prácticas despliegan 

efectos más vinculantes de los que tradicionalmente se les atribuye —de ahí que el soft law no sea «tan 

soft»—, si bien concluye que la regulación pública imperativa resulta más garantista para la protección 

del menor y de la salud pública que la mera autorregulación. 
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preventivas (restricciones a la venta, limitaciones publicitarias) ya se examinó en el 
epígrafe 3. 
El panorama resultante es expresivo del problema de fondo: el ordenamiento 
dispone de numerosos títulos de intervención, pero repartidos entre ámbitos 
normativos distintos (protección de menores, sanidad, consumo, publicidad o 
espectáculos públicos) y carentes de un marco común. Esa dispersión, y no la 
ausencia de normas, es lo que el Proyecto de Ley pretende corregir. 

5. Legislación autonómica. 
 

La protección de los menores frente al alcohol no se agota en la legislación estatal. 
Al amparo de sus competencias en materia de sanidad, consumo, comercio interior y 
espectáculos públicos, las comunidades autónomas han desarrollado una amplia 
regulación propia, que en muchos casos constituye el cuerpo normativo más 
detallado y operativo en este ámbito. 
 
Pese a su diversidad, las normas autonómicas comparten un núcleo común que gira 
en torno a cinco ejes: la prohibición de la venta y el suministro de bebidas 
alcohólicas a menores; la limitación de los horarios y lugares de venta; la restricción 
del consumo en espacios públicos; el control de la publicidad y el patrocinio; y el 
establecimiento de un régimen sancionador propio. Sobre este esquema básico cada 
comunidad ha construido soluciones particulares. 
 
El resultado es una notable diversidad territorial. La disparidad afecta tanto a la 
definición de las conductas prohibidas como a la intensidad de las restricciones y a 
la severidad de las sanciones, de modo que el nivel de protección efectiva del menor 
puede variar de forma apreciable según el territorio. Esta heterogeneidad es una de 
las manifestaciones más visibles de la fragmentación normativa que motiva el 
Proyecto de Ley estatal. 

6. Castilla-La Mancha: una comunidad autónoma bien posicionada en la 
prevención del consumo juvenil de alcohol.  
 

El caso de Castilla-La Mancha ilustra bien tanto la densidad como los límites de la 
regulación autonómica. La comunidad cuenta con una norma específica y temprana: 
la Ley 2/1995, de 2 de marzo, contra la venta y publicidad de bebidas alcohólicas a 
menores15, desarrollada por el Decreto 72/1996, de 30 de abril16. Su finalidad 
declarada es evitar el consumo de alcohol por los menores de dieciocho años a causa 
de sus efectos perniciosos para la salud, y su contenido reproduce, con notable 
detalle, varios de los ejes comunes a la regulación autonómica. 
 
En el plano de las prohibiciones, la norma veda la venta, dispensación y suministro 
(gratuitos o no, y por cualquier medio) de bebidas alcohólicas a menores de 
dieciocho años, prohíbe las máquinas automáticas que las expendan de forma 
incontrolada y excluye su venta en los centros educativos y en los locales destinados 
preferentemente a menores. Resulta especialmente significativo que estas 
prohibiciones no puedan exceptuarse mediante la autorización de los padres, tutores 
o guardadores: una previsión que confirma que la protección del menor se concibe 

                                                 
15 Ley 2/1995 (Castilla-La Mancha). 
16 Decreto 72/1996 (Castilla-La Mancha). 
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como un límite indisponible, y no como una facultad de los titulares de la patria 
potestad, en coherencia con el fundamento examinado en el epígrafe 2. El régimen 
se completa con deberes formales, como la colocación de carteles que adviertan de 
la prohibición de venta a menores. 
 
En materia de promoción y publicidad, la regulación prohíbe las campañas dirigidas 
a menores que inciten al consumo, impide que los menores protagonicen anuncios de 
bebidas alcohólicas, restringe la publicidad en publicaciones juveniles y en medios 
dirigidos preferentemente a menores y veta el patrocinio de actividades deportivas o 
culturales destinadas a ellos, incluida la publicidad indirecta o encubierta. Prevé, 
asimismo, un mecanismo de autorización administrativa previa, de carácter 
voluntario, ante la Consejería de Sanidad. 
 
El esquema se cierra con un reparto de competencias entre los ayuntamientos y la 
Administración autonómica. A ambas autoridades corresponde la vigilancia, la 
inspección, la potestad sancionadora y la promoción de planes y programas de 
prevención. El régimen sancionador gradúa las infracciones en leves, graves y muy 
graves, con multas escalonadas y la posibilidad de clausura del establecimiento o de 
prohibición de la actividad. La coordinación entre ambas administraciones se 
articula expresamente para asegurar el cumplimiento de la ley. 
 
El caso castellanomanchego resulta ilustrativo en una doble dirección. De un lado, 
muestra que las comunidades autónomas disponen desde hace décadas de marcos 
relativamente completos, que materializan los cinco ejes descritos en el epígrafe 
anterior. De otro, evidencia los límites de ese modelo: se trata de una regulación 
concebida en 1995, anclada en la lógica de la venta y la publicidad tradicionales y 
en el instrumento sancionador, y prácticamente ajena a los problemas que hoy 
resultan más acuciantes —la publicidad digital, las redes sociales, el marketing de 
influencia y el peso político de los intereses económicos en una sociedad 
globalizada. Castilla-La Mancha confirma, así, que el déficit no es de ausencia de 
normas, sino de actualización, homogeneidad y eficacia: justamente los frentes 
sobre los que pretende incidir el Proyecto de Ley estatal. 

7. El Proyecto de Ley estatal. 
 

El Proyecto de Ley de prevención del consumo de bebidas alcohólicas y de sus 
efectos en las personas menores de edad constituye la primera regulación estatal 
específicamente dedicada a esta materia. La iniciativa fue impulsada por el 
Ministerio de Sanidad: la consulta pública previa se abrió en agosto de 2024 y, tras la 
elaboración del anteproyecto y de la correspondiente Memoria de Análisis de 
Impacto Normativo, el texto fue sometido a diversos informes consultivos. El 
Consejo de Ministros lo aprobó el 11 de marzo de 2025 y lo remitió al Congreso de 
los Diputados, donde, a fecha de junio de 2026, continúa su tramitación 
parlamentaria. 
 
El Proyecto se articula en torno a un objetivo general: prevenir el consumo de 
alcohol por los menores y proteger su salud y su desarrollo. Tal objetivo se concreta 
en varias finalidades: retrasar la edad de inicio en el consumo, reducir el consumo 
precoz, reforzar la prevención y la conciencia social, mejorar la coordinación entre 
administraciones y establecer reglas homogéneas en todo el territorio nacional. 
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Para alcanzar estos fines, el texto combina instrumentos de naturaleza diversa, sin 
limitarse a la prohibición. Junto a las prohibiciones de venta, suministro y consumo, 
prevé restricciones publicitarias, medidas educativas, actuaciones sanitarias, 
campañas de sensibilización social y protocolos específicos de actuación. Se 
configura, así, como una regulación basada en la idea de prevención integral, que 
actúa simultáneamente sobre la oferta, la demanda y el entorno social del consumo. 
 
En el plano concreto, el articulado traduce esta orientación preventiva en un 
conjunto de obligaciones y prohibiciones específicas. Así, obliga a los titulares de los 
recintos y a los organizadores de espectáculos públicos a adoptar medidas dirigidas a 
impedir la venta y el consumo de alcohol por menores (art. 17); prohíbe el consumo 
de bebidas alcohólicas por los menores y, asimismo, su consumo por personas de 
cualquier edad en centros educativos, centros de protección, residencias de 
estudiantes y centros deportivos o de ocio destinados a menores (art. 18); veda la 
venta, dispensación y suministro de alcohol a los menores y restringe su venta en la 
vía pública (art. 19); y limita la exposición de bebidas alcohólicas en los 
establecimientos (art. 20). 
 
Las medidas del Proyecto pueden leerse, además, a la luz de las orientaciones que, 
desde la evidencia científica, han formulado los organismos internacionales17. La 
Organización Mundial de la Salud, a través de su estrategia SAFER18, y también la 
OCDE y la Unión Europea, recomiendan un conjunto de intervenciones que el 
legislador español debería incorporar y reforzar: la fijación de una edad mínima de 
acceso; el control de la disponibilidad y de la oferta; una política fiscal y de precios 
(aspecto este en el que incide la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos 
Especiales) como instrumento especialmente eficaz para retrasar y reducir el 
consumo; la regulación de la publicidad y el patrocinio, también en Internet y en las 
redes sociales; un etiquetado con advertencias sanitarias sobre los riesgos del 
alcohol; y un papel acotado para la autorregulación y la corregulación, impulsadas 
desde la propia Unión Europea. El contraste con estos estándares permite calibrar el 
alcance real del Proyecto. 
 
La Exposición de Motivos justifica esta nueva ley a partir de cuatro insuficiencias del 
sistema vigente. En primer lugar, la falta de una regulación específica e integral: las 
normas actuales contienen principios generales de protección, pero ninguna 
constituye una regulación completa sobre alcohol y menores. En segundo lugar, la 
existencia de lagunas en ámbitos relativamente nuevos (la publicidad digital, las 
redes sociales, el marketing de influencia y la promoción indirecta). En tercer lugar, 
la dispersión normativa entre numerosas normas estatales y autonómicas, que 
dificulta la comprensión y la coherencia del sistema. Y, en cuarto lugar, una eficacia 

                                                 
17 Sobre las estrategias SAFER de la OMS y las recomendaciones de la OCDE y de la Unión Europea, 

Sureda Llull et al. (2021), capítulo 3. 
18 La iniciativa SAFER, puesta en marcha por la Organización Mundial de la Salud en 2018, sintetiza cinco 

áreas de intervención frente al consumo nocivo de alcohol, cuyas iniciales en inglés forman el acrónimo: 

(S) fortalecer las restricciones a la disponibilidad del alcohol; (A) avanzar y hacer cumplir las medidas 

contra la conducción bajo los efectos del alcohol; (F) facilitar el acceso a la detección, las intervenciones 

breves y el tratamiento; (E) hacer cumplir las prohibiciones o restricciones integrales a la publicidad, el 

patrocinio y la promoción; y (R) elevar los precios mediante impuestos especiales y políticas de precios. 

Véase OMS (2019). 
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limitada, pues la fragmentación entorpece la coordinación entre administraciones y 
reduce la efectividad de las políticas preventivas. 

8. Informes consultivos 
 

Durante la fase prelegislativa, el Proyecto fue sometido a diversos informes 
consultivos. Entre ellos destacan, por su relevancia, el de la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia (CNMC) y el Dictamen del Consejo Económico y Social 
(CES). 
 
La CNMC valoró favorablemente el Proyecto desde la perspectiva de la competencia 
económica y de la unidad de mercado. No obstante, formuló observaciones dirigidas 
a mejorar la claridad normativa y a reforzar la seguridad jurídica de determinadas 
obligaciones, así como recomendaciones específicas en materia de regulación 
publicitaria y entorno digital19. 
 
No tan favorable resultó el Dictamen 9/2024 del Consejo Económico y Social. El CES 
comparte el objetivo general de protección de los menores y considera adecuada la 
existencia de una ley estatal integral, pero formula varias observaciones críticas. 
Así, entiende que el texto concede un protagonismo excesivo a las medidas 
restrictivas y sancionadoras, aproximándose peligrosa e injustificadamente a la 
prohibición del alcohol en mayores de edad; reclama un mayor esfuerzo educativo y 
preventivo; expresa dudas sobre la financiación efectiva de las medidas previstas; 
advierte de los posibles costes para determinados sectores económicos y juzga 
insuficiente la regulación de las nuevas formas de comunicación comercial 
desarrolladas a través de redes sociales e influencers20. 
 
Estas observaciones anticipan buena parte de las cuestiones que se examinan en la 
valoración crítica: el equilibrio entre prohibición y educación, la suficiencia de los 
medios destinados a la prevención y la tensión con los intereses económicos del 
sector. 

9. Valoración del Proyecto de Ley en curso 
 

Desde la perspectiva de la técnica legislativa, el Proyecto presenta un interés 
especial, porque no pretende responder a una ausencia de regulación, sino corregir 
un problema distinto: la fragmentación normativa. En este sentido, constituye un 
ejemplo representativo de una tendencia frecuente en las políticas públicas 
contemporáneas —próxima a la idea de better regulation21—, consistente en sustituir 
regulaciones dispersas por marcos normativos integrados. 

                                                 
19 Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (2024). 
20 Consejo Económico y Social (2024), Dictamen 9/2024. 
21 La better regulation no es una norma de Derecho derivado (no es una directiva ni un reglamento), 

sino una agenda de la Comisión Europea sobre el modo de legislar, orientada a una elaboración de las 

políticas basada en la evidencia (evidence-informed policymaking), la consulta a las partes interesadas, 

la evaluación de impacto ex ante y la evaluación ex post conforme al principio «evaluar primero». Se 

articula hoy en la Comunicación «Better regulation: Joining forces to make better laws» [COM(2021) 219 

final, de 29 de abril de 2021], que actualiza la agenda inaugurada por la Comunicación «Better 

regulation for better results — An EU agenda» [COM(2015) 215 final], y se desarrolla mediante las Better 

Regulation Guidelines [SWD(2021) 305 final, de 3 de noviembre de 2021] y el Better Regulation Toolbox 
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Su segundo rasgo distintivo es que no se limita a prohibir: en la línea de las 
estrategias de prevención ambiental, incide sobre el entorno del consumo y sobre los 
factores sociales y comerciales que lo condicionan, y no solo sobre la conducta 
individual. 
 
El verdadero reto, sin embargo, no se sitúa en el plano de la legitimidad ni en el del 
diseño normativo, sino en el de la eficacia. La experiencia del sistema vigente 
muestra que la mera acumulación de normas no garantiza la protección efectiva del 
menor: pesan sobre ella los déficits de cumplimiento, la falta de compromiso de las 
autoridades y una arraigada condescendencia social que percibe el alcohol como una 
tradición inocua. A ello se añade la tensión con intereses comerciales e industriales 
—de la pequeña y de la gran empresa—, ya advertida por el Consejo Económico y 
Social. 
 
De ahí que ninguna medida aislada resulte suficiente: la evidencia aconseja 
combinar varias políticas22 (regulatorias, fiscales, educativas y de concienciación o 
sensibilización) y, sobre todo, acompañarlas de programas educativos amplios, 
iniciados en la infancia, que doten al menor de herramientas frente al riesgo. A ello 
debe sumarse una exigencia metodológica con frecuencia descuidada: evaluar de 
forma rigurosa el cumplimiento y la relación coste-efectividad de las intervenciones, 
superando la falta de cultura evaluativa que ha caracterizado las políticas sobre 
alcohol. Solo así podrá garantizarse que los recursos públicos se traduzcan en el 
máximo beneficio en salud. 
 
En consecuencia, el valor del Proyecto depende no tanto de las prohibiciones que 
declara, de su capacidad para articular una estrategia coherente, basada en la 
evidencia, dotada de financiación suficiente y capaz de cerrar las lagunas más 
recientes en el entorno digital. Solo si se acompaña de medios y de voluntad 
aplicativa podrá traducir la coherencia normativa en una prevención realmente 
efectiva. 

10. A modo de recapitulación  
 

La protección de los menores frente al alcohol constituye hoy una política pública 
transversal. El debate no gira sobre la necesidad de protección, sino sobre el modelo 
regulatorio más eficaz para alcanzarla. 

                                                                                                                                                           

(edición de julio de 2023). Véase asimismo el Acuerdo Interinstitucional de 13 de abril de 2016 sobre la 

mejora de la legislación (DO L 123, de 12 de mayo de 2016). La evolución más reciente del marco es la 

Comunicación de la Comisión «A Simpler, Clearer and Better Enforced EU Rulebook» (abril de 2026), que 

reorienta la agenda hacia la simplificación y la competitividad (con el objetivo de reducir la carga 

administrativa al menos un 25 % para las empresas y un 35 % para las pymes) y, por primera vez, 

extiende la better regulation a la aplicación y el cumplimiento del Derecho de la Unión. Este giro ha sido 

criticado, no obstante, por debilitar las propias garantías del modelo: el Defensor del Pueblo Europeo 

apreció en noviembre de 2025 que la propia Comisión, al preparar sus paquetes «ómnibus» de 

simplificación, se había apartado de las reglas de la better regulation, incurriendo en mala 

administración (maladministration) por no justificar suficientemente la urgencia invocada, no consultar 

de forma adecuada a las partes interesadas y omitir las evaluaciones de impacto obligatorias. 
22 Sobre la necesaria combinación de políticas, el papel imprescindible de la educación y la falta de 

cultura evaluativa, Sureda Llull et al. (2021). 
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Tres ideas resumen el sentido de la reforma. La primera es que España ya dispone de 
regulación sobre alcohol y menores; la segunda, que esa regulación se encuentra 
dispersa y fragmentada entre normas estatales, autonómicas y locales; y la tercera, 
que el Proyecto de Ley aspira a sustituir ese modelo por una estrategia integral de 
prevención, capaz de coordinar instrumentos educativos, sanitarios y propiamente 
normativos. 
 
El éxito de ese modelo, en última instancia, no dependerá solo de la coherencia del 
texto, sino de la financiación, la coordinación administrativa y la capacidad de 
vencer la condescendencia social y las resistencias de los grandes intereses 
económicos, que hasta ahora han lastrado la eficacia de la regulación. 
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3. LEGISLACIÓN COMENTADA 
 

Vicente Lomas Hernández. 
J. de Servicio de Coordinación Jurídica (SESCAM). 

 
I.PRINCIPALES NOVEDADES EN MATERIA SANITARIA INTRODUCIDAS POR 
LA LEY 5/2026, DE 31 DE JULIO, DE MEDIDAS FISCALES, DE GESTIÓN 
ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA, Y DE ORGANIZACIÓN DE LA 
GENERALITAT VALENCIANA. 
 
La Ley 5/2026, de 31 de julio, de medidas fiscales, de gestión administrativa y 
financiera, y de organización de la Generalitat, introduce diversas modificaciones de 
interés en el ámbito sanitario de entre las que cabría mencionar la ampliación de las 
funciones atribuidas a los servicios de farmacia hospitalaria, la incorporación de un 
nuevo deber de las personas usuarias relativo a la identificación facial en los centros 
sanitarios, y la creación de un régimen específico de infracciones y sanciones frente 
a las agresiones en el ámbito sanitario. 
 
1. Los servicios de farmacia hospitalaria. 
 
El legislador atribuye al servicio de farmacia hospitalaria un papel relevante no solo 
en la selección y utilización de medicamentos y productos sanitarios, sino también 
en los procesos de compra y contratación relacionados con ellos. A tal efecto les 
encomienda, entre otras, las siguientes funciones: 
 

b) Participar, a través de la comisión de farmacia y terapéutica del hospital y 
comisiones dependientes o asesores de esta, en el proceso multidisciplinar de 
evaluación, selección y posicionamiento de los medicamentos, productos 
sanitarios y dietoterápicos bajo criterios de eficacia, seguridad y eficiencia, 
así como en el desarrollo de estrategias de uso racional. 
d) Participar y coordinar la gestión de las compras de productos sanitarios del 
hospital a efectos de asegurar la eficiencia de esta. 
e) Asumir la responsabilidad y coordinación técnica en los contratos de 
medicamentos y productos sanitarios del hospital, debiendo velar por la 
máxima eficiencia de dichos procedimientos. 

 
2. Nuevo deber de mantener el rostro sustancialmente descubierto en los centros 
sanitarios. 
 
La Ley incorpora una nueva letra j) al apartado 1 del artículo 53 de la Ley 10/2014, 
de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana, estableciendo como deber 
de las personas el de mantener el rostro sustancialmente descubierto durante el 
acceso y permanencia en las instalaciones, centros de salud y hospitales del Sistema 
Valenciano de Salud. 
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La ley justifica este deber en la seguridad clínica de los pacientes, la prevención del 
fraude derivado de la suplantación de la tarjeta sanitaria individual y el 
mantenimiento del orden y de la seguridad interna de los centros sanitarios. 
 
Se exceptúan aquellos supuestos en los que la utilización de elementos de cobertura 
facial responda a indicaciones, tratamientos o prescripciones de naturaleza médico-
sanitaria, así como aquellos derivados de las exigencias normativas en materia de 
prevención de riesgos laborales del personal. 
 
En caso de incumplimiento, la dirección o el personal responsable del centro queda 
facultado para denegar el acceso o, en su caso, ordenar el desalojo inmediato de la 
persona infractora de las zonas comunes no asistenciales, pudiendo solicitar para 
ello el auxilio de las fuerzas y cuerpos de seguridad. 
 
Esta medida se entiende sin perjuicio de la atención médica que resulte obligatoria 
por razones de urgencia vital o emergencia médica. 
 
3. Nuevo régimen específico frente a las agresiones en el ámbito sanitario 
 
Otra de las principales novedades consiste en la incorporación a la Ley 10/2014 de 
un régimen específico de infracciones en materia de agresiones en el ámbito 
sanitario, distinguiendo entre infracciones leves, graves y muy graves. 
 
El nuevo artículo 100 bis considera infracciones leves: 
 

a) El daño ejercido sobre los bienes del personal al que se refiere el artículo 
16 de la presente ley, durante el ejercicio de sus funciones o con ocasión de 
éstas, cuando no constituya infracción grave o muy grave. 
b) La realización de actos o conductas que alteren o perturben el normal 
funcionamiento de los centros sanitarios, cuando no constituyan infracción 
grave o muy grave. 
c) El incumplimiento del deber relativo al correcto uso o la destrucción, 
menoscabo o deterioro de las instalaciones y equipamiento de los centros 
sanitarios, siempre que no afecte al normal desarrollo de la actividad 
asistencial o al funcionamiento ordinario del centro.” 
 

Infracciones graves: 
 

a) Toda conducta constitutiva de insulto, vejación, injuria, o daño en los 
bienes personales, cuando no constituya infracción leve o muy grave, ejercida 
contra el personal de instituciones sanitarias al que se refiere el artículo 16 
de la presente ley, en el ejercicio de su profesión o con ocasión de ésta. 
b) La realización de actos o conductas que alteren o perturben el normal 
funcionamiento de los centros sanitarios. 
c) La destrucción, menoscabo o deterioro de las instalaciones y equipamiento 
de los centros sanitarios, siempre que afecte a su normal funcionamiento. 
d) La comisión de una nueva infracción cuando la persona responsable hubiera 
sido sancionada mediante resolución firme en vía administrativa por dos o 
más infracciones leves en el transcurso de los tres años anteriores.” 
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Infracciones muy graves: 
 

a) Toda conducta que suponga acoso, coacción, amenaza, intimidación, 
calumnia, o ataque –físico o verbal– o atentatoria contra la libertad sexual, 
así como el daño en los bienes personales cuando no constituya infracción 
leve o grave, ejercida contra el personal de instituciones sanitarias al que se 
refiere el artículo 16 de la presente ley, en el ejercicio de su profesión y con 
ocasión de ésta. 

 
b) La comisión de una nueva infracción cuando la persona responsable hubiera 
sido sancionada mediante resolución firme en vía administrativa por dos o 
más infracciones graves en el transcurso de los tres años anteriores.” 

 
 
La reforma del artículo 103 de la Ley 10/2014 establece un régimen sancionador 
específico para las infracciones anteriores. 
 
Las cuantías de las multas quedan fijadas de la siguiente forma: 
 

 infracciones leves: de 500 a 5.000 euros; 
 infracciones graves: de 5.001 a 15.000 euros; 
 infracciones muy graves: de 15.001 a 60.000 euros. 

 
El nuevo artículo 103 bis incorpora, además de las multas, determinadas medidas 
accesorias aplicables en los supuestos de infracciones graves o muy graves. Así, la 
autoridad competente para resolver el expediente puede acordar una nueva 
asignación de profesional a la persona infractora y/o su adscripción a un centro 
sanitario distinto. 
 
Asimismo, atendiendo a la gravedad de la infracción, pueden imponerse medidas 
destinadas a la reposición de la situación alterada a su estado originario y la 
reparación de los daños y perjuicios ocasionados en el mobiliario, instalaciones o 
equipamiento del centro sanitario, incluido el abono de los gastos de asistencia 
sanitaria de la víctima y de las indemnizaciones que procedan conforme a la 
legislación vigente. 

 
 
II. PRINCIPALES NOVEDADES EN MATERIA SANITARIA INTRODUCIDAS 
POR LA LEY 11/2026, DE 9 DE JULIO, DE MEDIDAS FISCALES, 
FINANCIERAS, ADMINISTRATIVAS Y DEL SECTOR PÚBLICO. CATALUÑA. 
 
1. Cambios de adscripción de plazas de personal estatutario al Departamento de 
Salud. 
 
El artículo 128 de la Ley modifica el artículo 39 de la Ley 3/2023, de 16 de marzo, 
regulando los supuestos en los que pueden efectuarse cambios de adscripción de 
plazas de personal estatutario al Departamento de Salud. 
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La medida responde al objetivo de conseguir un mejor aprovechamiento de los 
recursos destinados a la sanidad pública, en el marco del desarrollo e impulso de las 
políticas departamentales. El cambio de adscripción permite que personal 
estatutario del Instituto Catalán de la Salud (ICS) pueda desarrollar sus funciones en 
el Departamento de Salud cuando: 
 

 Las funciones estén vinculadas a una actuación de carácter temporal cuyo 
ejercicio requiera “el asesoramiento y la expertez” del personal estatutario 
del ICS que disponga de competencias en la materia correspondiente.  
 

 Las funciones asignadas sean adecuadas a la categoría profesional del 
personal afectado. 
 

La norma garantiza expresamente que el cambio de adscripción se produzca sin 
merma de las retribuciones. Asimismo, la utilización de esta medida exige que 
previamente exista un informe justificativo de la unidad directiva responsable del 
proyecto, en el que se acredite la concurrencia de las circunstancias que justifican 
el cambio de adscripción. 
 
Con carácter general, los cambios de adscripción pueden tener una duración máxima 
de tres años, quedando sin efecto cuando concluye la actuación temporal que los 
motivó. 
 
2. Duración de los conciertos y convenios entre instituciones sanitarias y 
universidades. 
 
La Ley incorpora asimismo una disposición adicional vigésima primera relativa a la 
vigencia de los conciertos y convenios celebrados entre instituciones sanitarias y las 
universidades del sistema universitario de Cataluña. 
 
La nueva disposición establece que estos conciertos o convenios pueden tener una 
duración máxima de diez años, incluidas las prórrogas.  
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4. DOCUMENTOS DE INTERÉS. 

 
 

Vicente Lomas Hernández. 
Doctor en Derecho. 

Jefe de Servicio de Coordinación Jurídica. SESCAM. 
 
 
 

I.- RECURSOS HUMANOS (RRHH) 
 
 
1) JORNADA. 
 
- Período de descanso tras la guardia coincidente con período de reducción de 
jornada para el cuidado de un hijo menor. 
 

STSJ de Asturias nº 605/2026, de 1 de julio, nº rec. 100/2026. 
 
La demandante era una facultativa que tenía reconocida una reducción de un tercio 
de su jornada ordinaria para el cuidado directo de un hijo menor de seis años.  Al 
mismo tiempo, realizaba guardias médicas de presencia física, y tras su realización 
debía disfrutar del descanso mínimo obligatorio de doce horas entre jornadas. 
 
El conflicto surgía cuando el descanso posterior a una guardia coincidía con un día en 
el que la facultativa ya no tenía que trabajar debido a su reducción de jornada. La 
profesional solicitó que ese descanso obligatorio no se computase dentro del tiempo 
correspondiente a la reducción de jornada por cuidado del menor. La Administración 
desestimó su solicitud.  
 
La Sala considera que ambos periodos (período como descanso mínimo obligatorio, y 
el tiempo por reducción de jornada para el cuidado del menor) tienen una finalidad 
diferente y no pueden solaparse, ya que de lo contrario la trabajadora o bien i) no 
disfrutaría realmente del descanso obligatorio de doce horas después de la guardia, 
o, ii) perdería el tiempo que tenía reconocido para el cuidado directo de su hijo. 
 
Por tal motivo, el descanso posterior a la guardia no puede menoscabar la reducción 
de jornada, y la Administración debe adoptar las medidas necesarias para que ambos 
derechos sean efectivos. 
 
Respecto a la posible aplicación al caso del artículo 54 del Estatuto Marco, que 
regula los descansos por compensación, el SESPA sostenía que la trabajadora ya 
había disfrutado del descanso exigible y que no procedía conceder ninguna 
compensación adicional. 
 
La Sala considera que el descanso mínimo posterior a la guardia no puede disfrutarse 
a costa de la reducción de jornada concedida para cuidar al menor, de modo que 
aunque el artículo 54 permita computar determinados periodos de descanso, no 
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autoriza a considerar que el descanso posterior a la guardia queda correctamente 
disfrutado cuando coincide con un tiempo que la trabajadora ya tenía liberado por 
otra causa jurídicamente distinta. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
2) POTESTADES ORGANIZATIVAS Y MOVILIDAD 
 
- Garantía de indemnidad: el traslado por necesidades organizativas puede 
constituir un supuesto de represalia laboral si no se justifica la elección del 
trabajador que previamente había presentado reclamación retributiva.  
 

STSJ del País Vasco nº 416/2012, de 13 de junio, nº rec. 1263/2011. 
 
La Sentencia analiza el traslado de una trabajadora de Osakidetza desde el Servicio 
de Farmacia del Hospital Santiago de Vitoria a la Unidad de Medicina Preventiva. El 
traslado se produjo poco después de que la empleada presentara una reclamación 
para obtener determinadas retribuciones vinculadas a las funciones que venía 
desempeñando. La trabajadora consideraba que el cambio de destino obedecía a una 
represalia por haber formulado la reclamación retributiva. 
  
El Juzgado entendió que el traslado respondía a una necesidad organizativa que 
había sido identificada antes de que se presentara la reclamación, que se presentó 
el 29 de marzo mientras que el traslado fue acordado el 15 de abril. 
  
Osakidetza defendió, además, que la decisión estaba amparada por su potestad de 
autoorganización y que no se trataba propiamente de un traslado, sino de una 
reordenación de funciones dentro de la misma unidad administrativa, 
manteniéndose el horario, el turno y las retribuciones de la trabajadora. 
  

 Lo que dice el Tribunal 
  
La Sala parte de la premisa de que puede existir una represalia deliberada, pero 
también puede producirse una lesión objetiva cuando la actuación administrativa 
causa un perjuicio conectado con el ejercicio de un derecho, aunque no se 
demuestre una intención concreta de represaliar. Por ello, no basta con analizar si 
existió voluntad de castigar a la trabajadora; también es necesario comprobar si la 
medida adoptada le produjo objetivamente un perjuicio relacionado con su 
reclamación. 
  
A juicio del Tribunal, la existencia de una necesidad organizativa previa podía 
justificar, en términos generales, la creación o cobertura de un puesto de apoyo 
administrativo. Sin embargo, esa explicación no era suficiente para justificar que la 
persona elegida para el cambio fuera precisamente la trabajadora que acababa de 
presentar una reclamación retributiva. La Administración explicó por qué necesitaba 
reforzar la Unidad de Medicina Preventiva y las comisiones clínicas, pero no explicó 
por qué eligió a esa trabajadora y no a cualquiera de los demás auxiliares 
administrativos. 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/1156ca1c50332306a0a8778d75e36f0d/20260723
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/1156ca1c50332306a0a8778d75e36f0d/20260723
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Osakidetza se limitó a invocar genéricamente las competencias de la Jefatura del 
Servicio para asignar al personal en función de las capacidades, el correcto 
desempeño y las necesidades del servicio, pero no acreditó qué especiales 
condiciones de idoneidad concurrían en la recurrente para que fuera ella la 
destinada al nuevo puesto. 
  
De otra parte, la proximidad temporal entre la reclamación retributiva y el cambio 
de destino constituía un indicio suficiente para exigir a la Administración una 
justificación objetiva, concreta y razonable de la elección realizada. Al no aportarse 
esa explicación, el Tribunal concluye que se produjo una lesión objetiva de la 
garantía de indemnidad. 
  
La Sala aclara que no se había demostrado una intención deliberada de represalia. 
Sin embargo, considera que la ausencia de intención no excluye la vulneración del 
derecho fundamental, pues la medida organizativa perjudicó a la trabajadora 
inmediatamente después de su reclamación sin que la Administración justificase por 
qué debía recaer la medida adoptada precisamente sobre ella. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
3) CLASIFICACIÓN PROFESIONAL FISIOTERAPIA. 
 
- Categoría estatutaria de fisioterapeuta: grupo A2. La Administración no puede 
proceder a una reclasificación en el grupo A1 no prevista por el legislador. 
 

STSJ de Aragón nº 334/2026, de 1 de julio, nº rec. 1024/2025. 
 
La Sala desestima el recurso de apelación interpuesto por una fisioterapeuta, 
personal estatutario fijo del Servicio Aragonés de Salud, que pretendía ser 
equiparada al personal clasificado en el subgrupo A1, con efectos retroactivos 
correspondientes a los cuatro años anteriores a su reclamación. 
 
La Sala confirma que, conforme a la normativa actualmente vigente, la categoría 
estatutaria de fisioterapeuta continúa encuadrada en el subgrupo A2 y que la 
posesión del título universitario de Grado, aun cuando tenga 240 créditos y presente 
un nivel académico equiparable al de titulaciones exigidas para determinadas 
categorías A1, no produce automáticamente un derecho subjetivo a la 
reclasificación profesional. 
 
La Sala confirma la sentencia recaída en primera instancia y señala que la 
clasificación de cuerpos, escalas y categorías profesionales constituye una materia 
sujeta a regulación normativa: 
 
“La clasificación de los cuerpos y escalas funcionariales constituye una materia 
reservada a la ley, de manera que ni la Administración ni los órganos 
jurisdiccionales pueden alterar el encuadramiento normativamente establecido para 
una determinada categoría profesional.” 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/9302fd144d160466/20140520
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/9302fd144d160466/20140520
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La sentencia distingue también entre el Marco Español de Cualificaciones para la 
Educación Superior (MECES) y la clasificación de los empleados públicos, destacando 
que la clasificación académica no sustituye al régimen jurídico de clasificación 
profesional establecido para cada categoría estatutaria. En este sentido cita además 
la STS 1400/2023, de 7 de noviembre, relativa a titulados en Logopedia, para 
recordar que el reconocimiento de un determinado nivel MECES no permite, por sí 
mismo, equiparar una antigua diplomatura al título de Grado a efectos de acceso a 
plazas clasificadas en A1: 
 
“…en tanto no se produzca, eventualmente, una reordenación en el nuevo Estatuto 
Marco que, en su día, se apruebe y mientras no exista disposición legal que 
establezca la adscripción de la categoría de Fisioterapeuta al subgrupo A1. 
 
El hecho de haber ingresado en el subgrupo A2 con título de diplomada en el año 
2010, fecha que consta en el expediente de su toma de posesión en el último 
destino, no genera, como se solicita, el derecho a reclasificación en el subgrupo A1 
por el mero transcurso del tiempo pues la clasificación profesional se determina por 
el título de acceso y no por la antigüedad en el servicio”. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
4) CUESTIONES DE INTERÉS CASACIONAL: 
 
- Cuestión de interés casacional: convocatoria de estabilización y grupos de 
clasificación de los Técnicos en Cuidados Auxiliares de Enfermería. 
 

ATS nº 6841/2026, de 2 de julio, nº rec. 4584/2025. 
 
Declarar que la cuestión con interés casacional objetivo para la formación de 
jurisprudencia es determinar: 
 
1. Si una convocatoria de estabilización puede aprovecharse para incidir en la 
clasificación de los grupos de clasificación según titulación. 
2. Si se mantiene la aplicación del régimen transitorio del EBEP para los Técnicos en 
Cuidados Auxiliares de Enfermería. 
3. Si el anexo del Real Decreto 184/2015, que clasifica a los Técnicos en Cuidados 
Auxiliares de Enfermería en C2, es inaplicable por razón del artículo 76 del EBEP. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- Cuestión de interés casacional: valoración de servicios prestados en centros 
sanitarios privados concertados a efectos de reconocimiento de trienios. 
 

ATS nº 6810/2026, de 8 de julio, nº rec. 9537/2024. 
 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/9671ffc7b28b6da3a0a8778d75e36f0d/20260716
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/9671ffc7b28b6da3a0a8778d75e36f0d/20260716
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/b2fb51ff60efaa12a0a8778d75e36f0d/20260716
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El recurrente, facultativo especialista en Endocrinología y Nutrición del Sergas, con 
destino en el Hospital Montecelo de Pontevedra, había solicitado que, además del 
trienio que le fue reconocido, se computasen a efectos retributivos diversos períodos 
trabajados en el Hospital POVISA de Vigo entre 1996 y 2014. 
 
La Administración denegó ese reconocimiento y el JC-A nº 1 de Pontevedra 
desestimó el recurso. El fundamento fue que POVISA, pese a su larga vinculación con 
el sistema público sanitario, era una institución sanitaria privada. El TSJ de Galicia 
confirmó la sentencia. 
 

 Argumento del TS para admitir el recurso: 
 
La Sección de Admisión destaca que, después de la sentencia recurrida, el Tribunal 
Supremo dictó la STS 840/2025, de 25 de junio, recurso 5110/2023. Esa sentencia 
reitera una línea jurisprudencial conforme a la cual, en este tipo de supuestos, “lo 
determinante” no es tanto la naturaleza pública o privada de la entidad que 
gestiona el centro sanitario como la naturaleza pública del servicio sanitario 
prestado a los usuarios. Dicha sentencia respondió a la cuestión casacional 
declarando que: 
 
“el tiempo trabajado para una empresa adjudicataria del servicio público sanitario 
puede ser tenido en cuenta a efectos del reconocimiento de servicios previos a la 
Administración Pública, regulado en el art. 1 de la Ley 70/1978”. 
 
Por todo ello, la cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación 
de la jurisprudencia consiste en “reafirmar, reforzar, complementar, y, en su caso, 
matizar, nuestra jurisprudencia, en cuanto al cómputo o no de prestación de 
servicios, a los efectos mencionados en el artículo 1 de la Ley 70/1978, de 26 de 
diciembre de reconocimiento de servicios previos en la Administración Pública, si 
deben computarse los prestados en centros privados concertados e integrados 
funcionalmente en el sistema público”. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- Admisión recurso de casación interpuesto por JCCM sobre la promoción interna 
temporal (PIT) en el caso de personal fijo en la misma categoría. 
 

ATS nº 6154/2026, de 17 de junio, nº rec. 5557/2024. 
 
Se remite auto facilitado por el Gabinete Jurídico de la JCCM, que admite el recurso 
de casación, y declarar que la cuestión que presenta interés casacional objetivo para 
la formación de la jurisprudencia consiste en determinar lo siguiente: 
  
1. “Si las Administraciones Sanitarias pueden realizar nombramientos de 
promoción interna temporal en una categoría profesional cuando el destinatario ya 
ostenta la condición de personal estatutario fijo en esa misma categoría. 
  

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/7acb78961b417b3aa0a8778d75e36f0d/20260716
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/7acb78961b417b3aa0a8778d75e36f0d/20260716
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2. Si el Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de salud permite 
compatibilizar un nombramiento en promoción interna temporal con la situación 
administrativa de excedencia por prestar servicios en el sector público en esa misma 
categoría profesional”. 
  
El caso tiene su origen en una trabajadora que, siendo personal estatutario fijo en la 
categoría de celadora, accedió mediante promoción interna temporal a una plaza de 
auxiliar administrativo. Posteriormente, adquirió la condición de personal 
estatutario fijo en esta última categoría, pasó a la situación de excedencia por 
prestación de servicios en el sector público y, a continuación, obtuvo nuevamente un 
nombramiento en promoción interna temporal como auxiliar administrativo. 
  
El TSJ avaló la actuación de la Gerencia de Atención Integrada de La Mancha-Centro 
al entender que el pacto de promoción interna temporal no contempla como causa 
de cese la adquisición de la condición de personal fijo en la misma categoría, y que 
la trabajadora seguía reuniendo los requisitos exigidos al mantenerse en servicio 
activo en su categoría de origen. 
  
Más información: poderjudicial.es 
 
 
5) CESES Y PROCESOS SELECTIVOS: 
 
- Cese de personal estatutario eventual. La necesidad de tener una formación 
específica o las peculiaridades del puesto de destino no generan por sí mismas un 
derecho a que la plaza quede al margen del proceso de estabilización. 
 

STSJ de Madrid nº 441/2026, de 18 de junio, nº rec. 197/2023. 

La recurrente había sido nombrada en mayo de 2015 como personal estatutario 
eventual, auxiliar de enfermería, al amparo del entonces artículo 9.3.b) del EM, 
para garantizar la cobertura asistencial de la Unidad de Aislamiento de Alto Nivel del 
Hospital Gómez Ulla. Su nombramiento se vinculó expresamente a la necesidad de 
disponer de profesionales preparados para la asistencia de pacientes infecciosos de 
alto riesgo biológico y establecía, entre otras causas de extinción, el fin de la 
necesidad que lo había motivado.  

Posteriormente, la plaza quedó comprendida en los procesos de estabilización 
derivados de las ofertas de empleo público de 2017 y 2018. La Administración 
comunicó en junio de 2022 a la interesada que la resolución del correspondiente 
proceso selectivo determinaría la cobertura definitiva de la necesidad que había 
dado lugar a su nombramiento eventual. 

La trabajadora cuestionaba la inclusión de su plaza en el proceso de estabilización, 
por la especial configuración y especialización de la Unidad de Aislamiento de Alto 
Nivel la diferenciaba de las restantes plazas de auxiliar de enfermería. 
 
La Sala considera acreditado que la plaza que ocupaba sí había quedado afectada 
por las ofertas y por el posterior proceso de estabilización; destaca que la plantilla 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/ee60987fd58b8339a0a8778d75e36f0d/20260702
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orgánica no efectuaba una diferenciación entre las plazas de auxiliar de enfermería 
atendiendo a la unidad concreta en la que prestasen servicio, su cobertura por 
personal fijo o temporal o la exigencia de una determinada especialización: 
 
“Para esta Sala no es un hecho controvertido que la plaza que desempeñaba la 
actora en virtud de su nombramiento temporal como personal estatutario eventual 
quedó afectada por los procesos de estabilización [...] no habiendo acreditado la 
actora su participación en el proceso, por lo que no ha consolidado la plaza que de 
manera temporal ocupaba. 
 
Ello no vulnera el artículo 9 del Estatuto Marco en la medida en que la actora 
conforme a su nombramiento y a la modificación del mismo, fue nombrada con 
motivo de la creación y puesta en funcionamiento de la planta de alta seguridad 
biológica, y las plazas estructurales de dicha unidad fueron afectadas por el proceso 
de estabilización, desapareciendo la necesidad de ser atendidas por personal 
temporal.” 
 
Respecto a que no era posible acordar su cese debido a que la plaza finalmente no 
fue ocupada, la Sala entiende que no es necesario que la concreta plaza quede 
ocupada por uno de los aspirantes que hayan obtenido la condición de fijo, 
rechazando así que el temporal tenga derecho a permanecer en ella hasta su 
efectiva provisión definitiva. 
 
Según el Tribunal, una vez resuelto el proceso, la plaza puede quedar vacante y 
corresponde a la Administración decidir posteriormente, en ejercicio de su potestad 
de autoorganización, cómo proveerla: 
 
“Siendo indiferente que la plaza que tenía asignada haya sido efectivamente 
ocupada por alguno de los aspirantes que superado el proceso selectivo fueron 
nombrados personal estatutario fijo [...] no ha establecido el legislador la 
posibilidad de que el funcionario interino, aplicable igualmente en el ámbito de la 
Administración sanitaria, al personal estatutario temporal, continúe desempeñando 
el puesto en tanto se cubra definitivamente la plaza, sino que esta queda vacante y 
será la Administración la que en virtud de su potestad de autoorganización opte por 
el sistema de provisión.” 
 
Por último, rechaza que pueda tener derecho al abono de una compensación 
económica, debido a que la compensación regulada por el artículo 2.6 de la Ley 
20/2021 está establecida para funcionarios interinos y personal laboral temporal, y 
no para el personal estatutario de los servicios de salud: 
 
“En orden a la petición subsidiaria realizada por la actora de ser indemnizada con 
una compensación económica de veinte días de sus retribuciones fijas por año de 
servicio conforme a la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para 
la reducción de la temporalidad en el empleo público, debemos partir de que dicha 
ley está dirigida a los funcionarios interinos y al personal laboral temporal de la 
Administración, no al personal estatutario de los servicios de salud, por lo que la 
actora no queda comprendida en su ámbito de aplicación.” 
 



37 

 

En cualquier caso  la compensación del artículo 2.6, se vincula exclusivamente a 
quienes ven extinguida su relación por no superar el proceso de estabilización 
específicamente previsto en el artículo 2 de la Ley 20/2021. Sin embargo, el proceso 
que afectó a esta trabajadora provenía, sin embargo, de las ofertas de estabilización 
anteriores, articuladas a partir de las Leyes de Presupuestos de 2017 y 2018. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- Efectos de la nulidad de proceso selectivo con retroacción de actuaciones. 
 

STSJ de Cataluña nº 836/2026, de 25 de junio, nº rec. 403/2023. 
 
En casos de nulidad parcial de un proceso selectivo que conlleve la retroacción de 
actuaciones para una nueva valoración, los efectos económicos y administrativos de 
los nombramientos deben retrotraerse a la fecha original del primer nombramiento, 
reconociendo al adjudicatario el derecho al cobro de salarios dejados de percibir y a 
los complementos de carrera profesional desde dicha fecha, incluso cuando éste 
haya ostentado inicialmente la condición de personal interino o temporal. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- Nulidad del programa temporal de empleo del Sergas. La Administración no 
puede utilizar la figura del programa temporal como cauce para crear un sistema 
paralelo de selección de personal estatutario temporal. 
 

STSJ de Galicia nº 398/2026, de 17 de junio, nº rec. 112/2026. 
 
Los nombramientos para ejecutar un programa temporal del artículo 9.1.b) del 
Estatuto Marco siguen sometidos a las reglas generales de selección del personal 
estatutario temporal del artículo 33, incluido el respeto a los procedimientos 
previamente negociados; por otro, el mérito denominado “continuidad asistencial”, 
que otorgaba tres puntos por haber finalizado la residencia en la misma área 
sanitaria en la que se solicitaba el nombramiento, era además desproporcionado y 
contrario a los principios de igualdad, mérito y capacidad. 
 
El programa se articulaba jurídicamente mediante nombramientos de personal 
estatutario interino para la ejecución de programas de carácter temporal, al amparo 
del artículo 9.1.b) de la Ley 55/2003. Sus destinatarios eran los residentes que 
finalizaban en 2024 su formación en las distintas áreas sanitarias gallegas y en las 
especialidades previstas en los anexos de la convocatoria. 
 
El mecanismo de selección tenía dos modalidades. Con carácter principal, se preveía 
una elección directa por la Gerencia del Área Sanitaria cuando no fuera necesario 
establecer una prelación entre varios aspirantes; subsidiariamente, si concurrían 
varias solicitudes, se acudía a un concurso de méritos con un baremo específico. 
Entre esos méritos figuraba la llamada “continuidad asistencial”, que otorgaba tres 
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puntos al aspirante que hubiese finalizado su formación especializada en la propia 
área sanitaria para la que solicitaba el nombramiento. 
 
La Confederación Intersindical Galega impugnó la resolución. 
 
Lo que dice el Tribunal: 
 
El artículo 33 del EM se aplica a todos los supuestos del artículo 9.1, sin distinguir 
entre cobertura de vacantes y ejecución de programas. Esto significa que también 
en estos programas la selección debe efectuarse mediante procedimientos basados 
en los principios de igualdad, mérito, capacidad, competencia, publicidad y 
celeridad, y dichos procedimientos deben establecerse previa negociación en las 
mesas generales o sectoriales correspondientes. 
 
En Galicia existía ya un procedimiento negociado para la selección de personal 
temporal, cuyo ámbito de aplicación comprendía, con las excepciones expresamente 
previstas, todos los nombramientos temporales de personal estatutario licenciado 
sanitario del nivel hospitalario: 
 
“No existe regulación separada de la selección de personal temporal para la 
cobertura de vacantes y para la ejecución de programas, por lo que el argumento 
esgrimido por la apelante se desvanece con el simple examen de los artículos 9.1 y 
33 de la Ley 55/2003, que contiene una normativa unitaria para todos los supuestos 
de selección de personal temporal, sin singularidades ni especificaciones” 
 
Por ello, para el Tribunal no era admisible que la Dirección General de Recursos 
Humanos crease mediante una resolución administrativa un procedimiento distinto y 
un nuevo baremo para estos nombramientos: 
 
Obviamente, la competencia de la que goza la Dirección Xeral de Recursos Humanos 
del Sergas para el "diseño y ejecución de la política de personal del organismo 
autónomo" [...] no autoriza a esa Dirección Xeral a inaplicar el pacto de 
vinculaciones temporales y substituirlo -limitando quién puede concurrir y creando 
un nuevo sistema de selección mediante una mera resolución administrativa.» 
 
Y añade: 
 
“La Dirección Xeral de Recursos Humanos del Sergas no puede decir a qué 
contrataciones le aplica el pacto de vinculaciones temporales y a cuáles no, 
excepcionando su aplicación para aquellos casos que estime convenientes.” 
 
Precisamente, en relación con ese nuevo baremo, se discute igualmente la legalidad 
valorar con tres puntos sobre siete, por continuidad asistencial en la misma área 
sanitaria. Todos los aspirantes, por el mero hecho de haber superado la residencia, 
obtenían necesariamente un mínimo de tres puntos en el apartado relativo a grado, 
posgrado y evaluación final de la formación especializada. 
 
En consecuencia, los tres puntos atribuidos por haber realizado la residencia en la 
misma área representaban más del 40 % -casi el 43 %- de la puntuación 
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efectivamente susceptible de determinar la selección. Esto convertía, en la 
práctica, el lugar de realización de la residencia en un factor potencialmente 
decisivo para obtener el nombramiento. 
 
Además, afirma que primar la continuidad de los equipos ya formados resulta 
contrario a los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad cuando 
ello se traduce en esta ventaja en el acceso al empleo público. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- Los servicios prestados en una Mutua AT/EP pueden ser valorados como 
equivalentes a los desempeñados en el Sistema Nacional de Salud para los 
procesos de selección. 
 

STSJ del País Vasco nº 230/2026, de 24 de junio, nº rec. 466/2025. 
 
Los servicios prestados en una Mutua colaboradora de la Seguridad Social pueden ser 
valorados como equivalentes a los desempeñados en el Sistema Nacional de Salud 
para los procesos de selección de personal estatutario, siempre que cumplan con las 
funciones propias de la profesión según la Ley de profesiones sanitarias, sin que sea 
exigible que la selección y contratación sigan el sistema establecido para el sector 
público. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
6) FUNCIONES DEL PERSONAL ESTATUTARIO. 
 
- El contenido del puesto de trabajo viene determinado por la categoría 
profesional, no por la distribución interna de tareas que haya podido mantenerse 
durante años. 
 

STSJ de Madrid nº 374/2026, de 28 de mayo, nº rec. 971/2024. 
 
Expediente disciplinario seguido frente a un trabajador del Servicio Madrileño de 
Salud que tenía reconocida la categoría profesional de carpintero, aunque durante 
muchos años había desarrollado fundamentalmente trabajos de reparación de 
persianas y se consideraba, funcionalmente, «persianista». 
 
La Administración le sancionó con seis meses de suspensión de funciones por la 
comisión de una infracción disciplinaria grave del artículo 72.3.c) del Estatuto 
Marco, a raíz de su negativa a cumplir diversas órdenes de trabajo que consideraba 
ajenas a las funciones que venía desempeñando habitualmente. Entre junio de 2022 
y marzo de 2023 se le habían encomendado distintas tareas de carpintería que no 
realizó alegando, esencialmente, que era persianista y no carpintero. La 
Administración sostenía que llegó a incumplir trece órdenes de servicio. 
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La Sala parte del dato de que el trabajador reconocía que su categoría profesional 
era la de carpintero, y para determinar el contenido funcional de esa categoría, 
acude al Estatuto de Personal no Sanitario al Servicio de las Instituciones Sanitarias 
de la Seguridad Social, aprobado por Orden de 5 de julio de 1971. Dentro de las 
funciones atribuidas a los carpinteros figuraban expresamente el mantenimiento y 
reparación de puertas y elementos de madera, la construcción y reparación de 
muebles y, de manera específica, la “reparación de persianas y trabajos de taller 
propios del oficio”. 
 
El trabajador alegaba que llevaba muchos años realizando fundamentalmente 
funciones de persianista, mientras que otro compañero ejecutaba las tareas 
propiamente de carpintería, y que esa distribución del trabajo había llegado a 
consolidarse en la práctica. 
 
La Sala niega que ello impidiera al responsable del taller redistribuir posteriormente 
las tareas siempre que las nuevas funciones se encontraran comprendidas dentro de 
la categoría profesional del trabajador: 
 
“El hecho de que el trabajo se distribuya de una determinada forma, no puede 
impedir que se haga otra distribución distinta por el jefe de taller, sin que el mero 
cambio se excusa para su incumplimiento, siempre que las funciones formen parte 
del oficio, como es el caso”. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
7) COMISIÓN DE SERVICIOS Y CARRERA PROFESIONAL. 
 
- Carrera profesional del personal estatutario fijo que, conservando plaza en 
propiedad en el Servicio Andaluz de Salud, presta servicios temporalmente en 
otro servicio de salud mediante comisión de servicios. 
 

STSJ de Granada nº 1316/2026, de 29 de mayo, nº rec. 1394/2023. 
 
La interesada era Facultativa Especialista de Área de Angiología y Cirugía Vascular y 
personal estatutario fijo del SAS. Desde el 31 de mayo de 2021 se encontraba en 
situación de comisión de servicios fuera del Servicio Andaluz de Salud, prestando 
servicios en el sistema sanitario valenciano, con reserva de su plaza de origen. 
 
Había solicitado la homologación del grado G3 de carrera profesional y el abono de 
la productividad asociada, solicitud que fue desestimada por la Administración. 
 
Se trataba por tanto de determinar si una persona que es personal estatutario fijo 
del SAS, pero se encuentra prestando servicios mediante comisión de servicios en 
otro servicio autonómico de salud, tiene derecho mientras permanece en esa 
situación a obtener la carrera profesional u homologación correspondiente en el SAS. 
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En el caso en cuestión, la interesada había solicitado una homologación de carrera 
profesional al amparo de la normativa andaluza reguladora de la homologación de 
niveles acreditados en otros servicios de salud. 
 
Sin embargo, la Resolución andaluza de 22 de febrero de 2008, dictada para regular 
la homologación de niveles de carrera profesional acreditados por profesionales 
sanitarios procedentes de otros servicios de salud, se refiere al personal estatutario 
fijo de otros servicios de salud, mientras que la interesada era personal estatutario 
fijo del propio SAS. 
 
La segunda objeción es que ese régimen exige también prestación efectiva de 
servicios en el Servicio Andaluz de Salud, requisito que tampoco cumplía mientras 
permanecía en comisión de servicios en el sistema valenciano. 
 
Finalmente, no constaba acreditado que la interesada tuviera reconocido en el 
Servicio Valenciano de Salud el grado de carrera profesional cuya homologación 
pretendía obtener en Andalucía. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- Personal funcionario y carrera profesional estatutaria. 
 

STSJ de Cataluña nº 714/2026, de 19 de mayo, nº rec. 1177/2023. 
 
El Instituto Catalán de la Salud (ICS) emitió una resolución excluyendo al recurrente, 
funcionario de carrera, del reconocimiento de complementos retributivos 
correspondientes a la carrera profesional del personal estatutario, justificando que 
el recurrente no pertenece al régimen estatutario sino al funcionarial, situación 
provocada por el incumplimiento del ICS de la obligación asumida en el II Acuerdo de 
la Mesa Sectorial de Negociación de Sanidad, que establecía la presentación de una 
propuesta de estatutarización antes del 31 de diciembre de 2007, proceso que no se 
llevó a cabo, impidiendo la homogeneización jurídico-profesional y el acceso a la 
carrera profesional. 
 
La Sala desestima el recurso de apelación interpuesto por el Instituto Catalán de la 
Salud, por incumplir su obligación de presentar y ejecutar una propuesta de 
estatutarización del personal funcionario, lo que ha producido un perjuicio injusto al 
funcionario al impedirle el acceso a la carrera profesional, y reconoce el derecho del 
funcionario a la percepción de los complementos retributivos correspondientes.  
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
8) VACACIONES Y RETRIBUCIONES. 
 
- Personal estatutario temporal: disfrute de vacaciones retribuidas sustituido por 
una compensación económica. 
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STSJ de Sevilla nº 445/2026, de 20 de mayo, nº rec. 412/2025. 
 
En el caso de personal estatutario temporal cuyo disfrute de vacaciones retribuidas 
es sustituido por una compensación económica, dichos días deben ser reconocidos y 
computados como tiempo efectivo de servicios prestados, siempre que no coincidan 
con otro período de trabajo, para evitar un trato discriminatorio frente al personal 
fijo y garantizar la igualdad de condiciones laborales. 
 
La Sala aplica el criterio fijado en la STS 324/2024, así como en sentencias 
anteriores del mismo TSJ de 26 de junio (rec. 358/2025) y 13 de noviembre (rec. 
396/2025), ambas de 2025. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- Derecho a percibir el complemento de atención continuada durante las 
vacaciones. 
 

STS nº 791/2026, de 24 de junio, nº rec. 9210/2024. 
 
El Instituto Catalán de la Salud denegó la solicitud de una trabajadora para que se 
reconociera su derecho a percibir durante los periodos vacacionales la parte 
proporcional del complemento por atención continuada y jefe de guardia, 
entendiendo que dicho complemento no debía incluirse en la remuneración 
vacacional debido a disposiciones del II Acuerdo de la Mesa Sectorial. 
  
El Tribunal Supremo desestima el recurso de casación del ICS y confirma la sentencia 
del TSJ de Cataluña que reconoció el derecho de la recurrente a percibir durante las 
vacaciones la parte proporcional de esos complementos. Que el complemento sea 
variable en su cuantía no significa que sea extraordinario o episódico en su 
naturaleza. 
 
Tomando como referencia la jurisprudencia de la Sala de lo Social, considera que, 
con carácter general, la prestación puede considerarse ordinaria cuando el 
complemento haya sido percibido durante al menos seis de los once meses 
anteriores. 
  
El derecho a vacaciones anuales retribuidas exige que, durante su disfrute, se 
mantenga la remuneración ordinaria, conforme a la Directiva 2003/88/CE, el 
Convenio OIT n.º 132 y la jurisprudencia del TJUE y del propio Tribunal Supremo.  
 
Como la cuantía del complemento puede variar mes a mes según las guardias 
realizadas, el Tribunal considera razonable utilizar como criterio de cálculo la media 
aritmética de lo percibido durante los once meses anteriores a las vacaciones. 
 
En cuanto al ámbito de la negociación colectiva, el Tribunal reconoce que tanto el 
EBEP como el Estatuto Marco permiten negociar la determinación y aplicación de las 
retribuciones complementarias y la regulación de la jornada, incluida la atención 
continuada. Por tanto, la negociación colectiva sí puede regular el complemento, su 
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cuantía y su forma de aplicación. Pero esa capacidad negociadora encuentra un 
límite, pues no puede disponer de un derecho reconocido legalmente, como el 
derecho a disfrutar de vacaciones íntegramente retribuidas. 
 
La respuesta a la cuestión de interés casacional: 
 
“Una norma convencional no puede excluir del cálculo de la retribución del personal 
estatutario el correspondiente al complemento por atención continuada durante el 
periodo de vacaciones anuales, cuando dicho complemento forma parte de la 
retribución ordinaria de ese personal” 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 

II.- INTELIGENCIA ARTIFICIAL 
 
 
- Orientaciones para profesionales sanitarios en el uso de la IA. 
 
“El documento reúne pautas prácticas y criterios ético-legales para integrar la 
Inteligencia Artificial (IA) en la atención sanitaria, alineándose con el Reglamento 
Europeo de IA (RIA), el RGPD y la normativa sobre productos sanitarios. Está dirigido 
a profesionales asistenciales que seleccionan, supervisan o interactúan con 
herramientas de IA en la atención directa al paciente”. 
 
Más información: sanidad.gob.es 
 
 

III.- DERECHOS DE PACIENTES 
 
 
- El paciente no puede imponer al Hospital cómo debe actuar ante un proceso 
oncológico grave. 
 

STSJ de las Islas Baleares nº 279/2026, de 13 de mayo, nº rec. 130/2026. 
 
El paciente afectado por un proceso oncológico grave, consideraba que no estaba 
recibiendo una adecuada continuidad asistencial, motivo por el cual solicitó al 
Servicio de Salud de las Illes Balears que procediera a la identificación del médico 
responsable, un plan asistencial inmediato, por escrito y verificable, garantías de 
continuidad y coordinación del tratamiento, e información clínica relevante. 
  
Al no obtener respuesta, acudió a los tribunales solicitando la adopción de medidas 
cautelares urgentes, al entender que existía una situación de inactividad por parte 
de la Administración sanitaria. 
  
La cuestión, por tanto, era determinar si esta pretensión podía encajar en la figura 
de la inactividad administrativa prevista en el artículo 29 de la LJCA, que permite 
reclamar judicialmente el cumplimiento de prestaciones concretas. 
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Lo que dice el Tribunal: 
  
Para acudir al artículo 29 de la LJCA no basta con afirmar que la Administración no 
ha actuado, es necesario que exista una obligación determinada, y en este caso no 
se identifica una norma que obligue a la Administración sanitaria a realizar 
exactamente las actuaciones reclamadas por el paciente. 
  
“Cuando se trata de la asistencia sanitaria que cada paciente precisa, coincidimos 
en que la administración sanitaria dispone de un abanico de opciones terapéuticas 
que ya descarta el derecho a exigir una prestación concreta que se derive de una 
disposición de carácter general”. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- TC: garantías de pacientes internados por trastorno mental. 
 

STC nº 56/2026, de 20 de julio, nº rec. 394/2025. 
 
El caso se refería a un paciente ingresado de forma no voluntaria por la vía de 
urgencia por motivos de salud mental. Durante la tramitación judicial se consideró 
que, debido a su situación, no estaba en condiciones de comprender adecuadamente 
el ofrecimiento de abogado y procurador, por lo que su defensa fue asumida por el 
Ministerio Fiscal. Sin embargo, el fiscal no participó en la audiencia, no se entrevistó 
con el paciente ni con su entorno, en particular su hermana que era su cuidadora, y 
se limitó posteriormente a presentar un escrito favorable a la ratificación del 
internamiento. 
 
En el supuesto analizado, la hermana del paciente convivía con él, había intervenido 
para conseguir que recibiera asistencia y se había personado ante el juzgado. El TC 
considera que, ante las dificultades del paciente para comprender el procedimiento, 
debía haberse tenido en cuenta por parte del órgano judicial esa circunstancia para 
facilitarle el ejercicio de sus derechos.  
 
Más información: tribunalconstitucional.es 
 
 

IV.- PROFESIONES SANITARIAS 
 
 
- El título de veterinario no permite acceder al título de especialista en ciencias 
de la salud de laboratorio clínico. 
 

STS nº 800/2026, de 29 de junio, nº rec. 107/2025. 
 
La STS 800/2026, de 29 de junio, resuelve el recurso interpuesto por la Federación 
Estatal de Sindicatos Veterinarios (FESVET) contra la disposición final segunda del 
Real Decreto 101/2025, de 18 de febrero, que crea el título de especialista en 
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Ciencias de la Salud de Laboratorio Clínico, mediante la fusión de las anteriores 
especialidades de Análisis Clínicos y Bioquímica Clínica. 
 
La controversia giraba en torno al hecho de que la titulación de Veterinaria no 
aparecía entre las titulaciones universitarias que permiten acceder a esta nueva 
especialidad. 
 
El Alto Tribunal toma como punto de partida que en este tipo de casos solo cabe 
intervenir judicialmente cuando concurre alguno de estos dos supuestos i) que la 
ausencia de regulación vulnere un mandato legal expreso dirigido al titular de la 
potestad reglamentaria, o ii) que el silencio reglamentario genere una situación 
jurídica implícitamente contraria al ordenamiento jurídico. 
 
Es cierto que el artículo 6 de la Ley 44/2003, de ordenación de las profesiones 
sanitarias (LOPS), reconoce Veterinaria como profesión sanitaria, pero, para el 
Tribunal, de ese reconocimiento no se deriva que el Gobierno tenga la obligación de 
habilitar a los veterinarios para acceder a cualquier especialidad en Ciencias de la 
Salud, ya que la ley le reconoce un amplio margen de apreciación organizativa y 
técnico-sanitaria. 
 
En este caso, además, el requisito de titulación de la nueva especialidad reproduce 
el de las dos especialidades fusionadas, que había permanecido inalterado desde 
2008. 
 
Por otra parte, la creación de especialidades sanitarias y la identificación de las 
titulaciones que pueden acceder a ellas no dependen solo de las capacidades 
académicas que proporciona una determinada titulación universitaria, lo importante 
son las necesidades del sistema sanitario: 
 
“No son sólo ni principalmente las capacitaciones o aptitudes que otorga un título 
profesional y su relación con una materia o campo en concreto, las que deben 
imponer la creación de una determinada especialidad en ciencias de la salud. [...] 
Lo relevante es, sobre todo, que las necesidades del sistema sanitario requieran ahí 
el plus de formación [...] que se adquiere precisamente a través de la 
especialización.” 
 
Y añade: 
 
“el criterio seguido para crear especialidades pluridisciplinarias en el Área de las 
Ciencias de la Salud, determinar la formación especializada atinente a aquellas y 
los títulos universitarios que permiten el acceso a dichas áreas del conocimiento 
profesional especializado, es precisamente el de las "necesidades del sistema 
sanitario".” 
 
Además, en este caso, las funciones que la LOPS atribuye al veterinario -
relacionadas, entre otros ámbitos, con sanidad animal, zoonosis, producción de 
alimentos de origen animal y riesgos derivados de la vida animal- no resultan 
coincidentes con el perfil profesional de Laboratorio Clínico, centrado en el análisis 
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de muestras biológicas de origen humano a partir del conocimiento de la 
fisiopatología humana: 
 
“aquellos titulados especialistas tienen un perfil profesional que no guarda una 
relación directa e inmediata con las funciones asignadas a los veterinarios, pues 
aquéllos desarrollan "métodos y técnicas de análisis de muestras biológicas de 
origen humano a partir del conocimiento de la fisiopatología humana" [...], sin que, 
por ello, haya de suscitarse cuestión alguna sobre la capacidad y cualificación 
técnica que caracteriza a estos titulados profesionales, que no se pone en duda.” 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 

V.- FACTURACIÓN 
 
 
- Asistencia a extranjeros: la falta de presentación previa del documento 
acreditativo del derecho no puede condicionar su ejercicio si obedece a una 
demora administrativa. 
 

STS nº 763/2026, de 18 de junio, nº rec. 9212/2024. 
 
Un ciudadano extranjero nacional de Colombia, sin residencia legal en España, 
recibió asistencia sanitaria en el Hospital General Universitario Gregorio Marañón 
durante mayo y junio de 2022; fue objeto de liquidación económica por estos 
servicios debido a que no figuraba como titular del derecho en las bases de datos 
sanitarias. Solicitó cita para tramitar la asistencia sanitaria el 17 de mayo de 2022 
pero la Administración le asignó la cita para el 1 de septiembre de 2022, generando 
una demora que impidió la presentación oportuna del certificado que habilita el 
acceso a asistencia financiada públicamente, lo que motivó la reclamación 
administrativa y posterior recurso judicial. 
 
La Sala reconoce que, pese a existir una doctrina previa que condiciona la asistencia 
sanitaria con cargo a fondos públicos a la acreditación previa mediante solicitud y 
documentación requerida, en este caso particular la demora -imputable a la 
Administración- en la asignación de cita para presentar la solicitud justifica que el 
derecho a la asistencia sanitaria se reconozca desde la fecha de la solicitud de cita 
(17 de mayo de 2022).  
 
Por tanto, si la persona está en condiciones de solicitar el reconocimiento del 
derecho, pero no puede hacerlo por retrasos o barreras administrativas, el servicio 
de salud no puede utilizar esa falta de reconocimiento formal previo como 
argumento para facturarle la asistencia. Antes de facturar, habría que comprobar si 
la persona pudo iniciar el procedimiento, si se le informó adecuadamente, si 
existieron demoras de cita imputables al servicio de salud, si concurrían los 
requisitos materiales 
 
La doctrina de la STS de 18 de junio de 2026 debe leerse hoy a la luz del Real 
Decreto 180/2026, de 11 de marzo, por el que se regula el reconocimiento del 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/1ab02fe33c03282aa0a8778d75e36f0d/20260709
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/1ab02fe33c03282aa0a8778d75e36f0d/20260709
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derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria con cargo a fondos 
públicos de las personas extranjeras que encontrándose en España no tengan su 
residencia legal en el territorio español. Conforme al citado Real Decreto no 
procederá la facturación si después se acredita que, en la fecha de la asistencia,  ya 
concurrían los requisitos materiales para que la atención fuera financiada con fondos 
públicos.  
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 

VI.- SISTEMA NACIONAL DE SALUD 
 
 
- “Estado de salud y uso del sistema sanitario por la población migrante en 
España”. Ministerio de Sanidad. 
 
“Este informe analiza el estado de salud y el uso del sistema sanitario por parte de 
la población migrante en comparación con la población nacida en España a partir de 
los sistemas de información del Ministerio de Sanidad. Los resultados muestran que 
la población migrante en España presenta, en promedio, un mejor estado de salud 
que la población nacida en España, con una menor prevalencia para los principales 
problemas de salud estudiados y una menor carga de multimorbilidad. Respecto del 
uso del sistema sanitario, presentan un menor uso de los servicios de atención 
primaria y de las consultas a nivel hospitalario, menor tasa de interconsultas y de 
procedimientos, y menor consumo de medicamentos. Los ámbitos asistenciales en 
los que las personas migrantes presentan un mayor uso en comparación con las 
personas nacidas en España es en los servicios de urgencias y en los ingresos 
hospitalarios, como reflejo, en parte, de las dificultades de acceso al conjunto del 
sistema sanitario que permitiría un uso más eficiente de los recursos públicos y una 
mayor prevención y control de las enfermedades en el ámbito de la atención 
primaria”. 
 
Más información: sanidad.gob.es 
 
 

VII.- PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
 
- En los concursos de traslados, el derecho a no aportar documentos que ya 
obren en poder de la administración no exime al participante de identificar y 
alegar e los méritos que pretende que sean valorados. 
 

STSJ de Castilla La Mancha nº 345/2026, de 10 de julio, nº rec. 236/2023. 
 
El litigio tiene su origen en la impugnación de la adjudicación definitiva de destinos 
de un concurso de traslados convocado por el SESCAM. El recurrente consideraba que 
no se le habían valorado los servicios prestados con anterioridad en el Servicio 
Madrileño de Salud, concretamente en el Hospital Ramón y Cajal. 
  

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/25b9c2c7b800aba2a0a8778d75e36f0d/20260702
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/25b9c2c7b800aba2a0a8778d75e36f0d/20260702
https://www.sanidad.gob.es/organizacion/sns/docs/2026_Informe_salud_sistema_sanitario_y_migrantes.pdf
https://www.sanidad.gob.es/organizacion/sns/docs/2026_Informe_salud_sistema_sanitario_y_migrantes.pdf
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Tras la desestimación de su pretensión en primera instancia, interpuso recurso de 
apelación. 
 
Sostenía que los servicios prestados en Madrid ya constaban en poder del SESCAM, 
puesto que habían sido valorados en concursos anteriores, y el artículo 28.2 de la 
Ley 39/2015 le eximía de aportar nuevamente una documentación que ya obraba en 
poder de la Administración. Por tanto, correspondía al SESCAM recabar de oficio esos 
datos y proceder a su valoración. Añadía que no pretendía incorporar méritos nuevos 
una vez finalizado el plazo de presentación de solicitudes, sino corregir una omisión 
producida durante la tramitación del procedimiento. 
 

 Lo que dice la Sentencia: 
 
La Sala comienza recordando que las bases de la convocatoria constituyen la ley del 
concurso y vinculan tanto a la Administración convocante como a quienes participan 
en el procedimiento. En este caso, las bases distinguían entre los prestados en el 
SESCAM, que debían ser valorados de oficio, y los prestados en otras 
administraciones o servicios de salud, cuya valoración exigía que el participante los 
alegase e incorporase al procedimiento a través de los cauces establecidos en la 
convocatoria. 
 
El Tribunal constata que el recurrente no incluyó en su solicitud inicial los servicios 
prestados en el Hospital Ramón y Cajal, ni aportó dentro del plazo la certificación 
correspondiente. 
 
La Sala reconoce que el artículo 28.2 de la Ley 39/2015 permite a los interesados no 
presentar documentos que ya se encuentren en poder de la Administración. Sin 
embargo, precisa que este derecho no elimina la obligación de alegar e identificar 
expresamente el mérito cuya valoración se pretende: 
 
“Ahora bien, el artículo 28.2 de la Ley 39/2015 no puede ser interpretado en 
términos absolutos ni desvinculado del procedimiento en que se invoca. En un 
procedimiento competitivo, y especialmente en concursos de traslados o procesos 
selectivos, debe coordinarse con las bases de la convocatoria, con el principio de 
igualdad y con la carga de alegación de los méritos cuya valoración se pretende. 
 
La cuestión no es solo documental. No se trata únicamente de si el actor debía 
aportar o no físicamente un certificado que pudiera obrar en algún archivo 
administrativo. El artículo 28.2 de la LPAC puede dispensar de la aportación de un 
documento ya existente en poder administrativo, pero no dispensa al interesado de 
alegar, identificar o activar procedimentalmente el mérito que pretende hacer 
valer en el concreto procedimiento competitivo. Dicho de otro modo, el derecho a 
no aportar documentos no equivale al derecho a que la Administración investigue de 
oficio todos los expedientes históricos de un participante para reconstruir méritos 
no invocados en la solicitud.” 
 
También rechaza que la fase de revisión o subsanación pueda utilizarse para 
incorporar méritos no alegados dentro del plazo. Las propias bases excluían 
expresamente la valoración de los certificados aportados con posterioridad, por lo 
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que admitirlos habría supuesto alterar las reglas del procedimiento una vez cerrado 
el plazo de presentación de solicitudes. 
 
Por último, el Tribunal considera que el hecho de que esos mismos servicios hubieran 
sido valorados en concursos anteriores no obligaba al SESCAM a incorporarlos 
automáticamente al nuevo procedimiento. Cada convocatoria es autónoma y debe 
resolverse conforme a sus propias bases y a la documentación presentada en ella 
 
“Aun admitiendo a efectos dialécticos que dicha documentación hubiera obrado en 
expedientes anteriores del SESCAM y que los servicios del Hospital Ramón y Cajal 
hubieran sido valorados en un concurso previo, tal circunstancia no equivale a la 
alegación del mérito en el concurso convocado por Resolución de 16 de noviembre 
de 2020. 
 
En primer lugar, cada convocatoria constituye un procedimiento autónomo sujeto a 
sus propias bases. Que en un concurso anterior se valoraran determinados servicios 
no implica que queden automáticamente incorporados, sin alegación alguna del 
interesado, a todos los concursos futuros. 
 
En segundo lugar, la documentación eventualmente obrante en expedientes 
anteriores no exime al participante de la carga mínima de identificar en la solicitud 
del nuevo concurso los méritos externos cuya valoración pretende. Es distinta la 
situación de quien alega un mérito y se limita a no aportar un documento que ya 
obra inequívocamente en poder administrativo, de la de quien ni siquiera incorpora 
el mérito al cauce previsto por la convocatoria. 
 
En tercer lugar, la Base 5 del concurso de 2020 imponía una actuación positiva 
respecto de los méritos ajenos al SESCAM: cumplimentar los datos en la aplicación 
informática y adjuntar los archivos acreditativos. Esa exigencia no puede 
entenderse satisfecha por la mera existencia de documentos en expedientes 
históricos, máxime cuando no consta que el actor hiciera referencia a ellos en la 
solicitud inicial. 
 
En cuarto lugar, admitir la tesis del apelante obligaría a la Administración a revisar 
expedientes personales, concursos anteriores y eventualmente procedimientos 
judiciales previos de cada participante”. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- Validez a la notificación practicada en el domicilio indicado entregada a 
persona supuestamente ajena al despacho de abogados de la recurrente. 
 

STSJ de Extremadura nº 398/2026, de 19 de junio, nº rec. 79/2026. 
 
La recurrente presentó una reclamación patrimonial contra el Servicio Extremeño de 
Salud que fue desestimada mediante resolución notificada el 20 de diciembre de 
2024 en el domicilio señalado para notificaciones, recibiendo dicha notificación una 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/2a6c40faba7a11c6a0a8778d75e36f0d/20260813
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/2a6c40faba7a11c6a0a8778d75e36f0d/20260813
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persona ajena a la representación legal de la recurrente, pero mayor de edad y 
presente en el domicilio.  
 
La letrada que representaba al interesado interpuso recurso de reposición el 23 de 
enero de 2025, una vez transcurrido el plazo legal de un mes. 
  
Lo que alegaba la letrada es que no tuvo conocimiento efectivo de la resolución 
hasta el 26 de diciembre de 2024 y que, creyendo que esa era la fecha de 
notificación, interpuso recurso de reposición el 23 de enero de 2025; además la 
notificación había sido entregada a un tercero que carecía de vinculación laboral o 
profesional con el despacho de la letrada. 
 
La cuestión era, por tanto, decidir qué fecha debía tomarse como fecha válida de 
notificación, si el 20 de diciembre, cuando el tercero recibió el envío en el domicilio 
designado, o el 26 de diciembre, cuando la letrada decía haber tenido conocimiento 
efectivo de la resolución. 
 
La notificación se practicó en el domicilio señalado por su letrada a efectos de 
notificaciones, y el artículo 42.2 de la Ley 39/2015 establece que cuando la 
notificación se practica en el domicilio correspondiente y el destinatario no se 
encuentra presente, puede hacerse cargo de ella cualquier persona mayor de 
catorce años que se encuentre allí y haga constar su identidad. 
 
Ahora bien, que la notificación administrativa sea inicialmente válida no impide que 
el interesado pueda destruir esa presunción acreditando que, por circunstancias no 
imputables a él, la comunicación no le llegó a tiempo: 
 
“Este Tribunal ha considerado que los órganos judiciales no pueden presumir, sin 
lesionar el derecho consagrado en el art. 24 CE, que las notificaciones realizadas a 
través de terceras personas hayan llegado al conocimiento de la parte interesada, 
cuando la misma cuestiona fundadamente la recepción del acto de comunicación 
procesal o la fecha en que le fue entregada la cédula por el tercero [...]. 
 
debe ofrecerse a quienes se hayan visto perjudicados por los actos de comunicación 
a terceras personas, la posibilidad de destruir la presunción que obra en su contra 
mediante la prueba de que el contenido del acto no les ha sido trasladado en 
tiempo y forma.” 
 
Sin embargo, en el presente caso no se desplegó actividad probatoria suficiente para 
acreditar que la persona que recibió la comunicación no debía encontrarse en ese 
domicilio, que no reunía los requisitos para hacerse cargo de ella, o que, por causas 
ajenas a la interesada, no le entregó a tiempo la notificación. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
 
 
 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/f87c5f6748157d32a0a8778d75e36f0d/20260723
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VIII.- EUTANASIA 
 
 
- “Segunda edición del Manual de Buenas Prácticas en Eutanasia”. Ministerio de 
Sanidad. 
 
“La nueva edición consolida el manual como referencia técnica común tras más de 
cuatro años de aplicación de la Ley Orgánica 3/2021. 
 
Se refuerza el papel de la enfermería como figura de referencia y se fomentan las 
unidades administrativas de apoyo en las comunidades autónomas. 
 
Se amplían los plazos de aplazamiento de la prestación y se detallan los conceptos 
de suspensión y caducidad, acordes con la normativa vigente. 
 
El manual incorpora un nuevo apartado de donación de órganos tras la eutanasia 
conforme al protocolo de la ONT.” 
 
Más información: sanidad.gob.es 
 
 
- “Los límites del Manual de Buenas prácticas (Edición Julio de 2026) en la 
tramitación del procedimiento de eutanasia”. Vicente Lomas. 
 
Más información: elderecho.com 
 

 
IX.- CONTRATACIÓN PÚBLICA 
 
 
- Contrato de transporte sanitario: diferencia entre solvencia y criterios de 
adjudicación. 
 

TACP Resolución nº 225/2026, de 14 de julio, nº rec. 133/2026. 
 
El contrato tenía por objeto prestar los servicios sanitarios, de emergencias y 
seguridad necesarios para los actos organizados por el Ayuntamiento de Teguise. Se 
tramitó mediante procedimiento abierto simplificado, con un valor estimado de 
111.180 euros. Concurrieron EMERLAN ONG y Transporte Sanitario Lanzarote, 
resultando adjudicataria la primera. 
 
La recurrente impugnó la adjudicación sosteniendo, en esencia, que EMERLAN no 
había acreditado correctamente su solvencia técnica ni la disponibilidad de los 
medios humanos y materiales necesarios. 
 
La recurrente partía de que la escasa o nula puntuación obtenida por EMERLAN en 
determinados criterios relativos a la antigüedad de las ambulancias demostraba que 
no disponía de los medios materiales necesarios para ejecutar el contrato y, por 
tanto, que carecía de solvencia. 

https://www.sanidad.gob.es/gabinete/notasPrensa.do?id=6959
https://www.sanidad.gob.es/gabinete/notasPrensa.do?id=6959
https://elderecho.com/los-limites-del-manual-de-buenas-practicas-edicion-julio-de-2026-en-la-tramitacion-del-procedimiento-de-eutanasia/
https://elderecho.com/los-limites-del-manual-de-buenas-practicas-edicion-julio-de-2026-en-la-tramitacion-del-procedimiento-de-eutanasia/
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El Tribunal considera incorrecta esa premisa. 
 
La solvencia técnica es un requisito de aptitud para contratar. En este caso, el PCAP 
la configuraba fundamentalmente mediante la experiencia anterior en servicios de 
igual o similar naturaleza, que debía acreditarse conforme a la cláusula 4.3.2. 
 
En cambio, los criterios relativos a las ambulancias no valoraban simplemente si el 
empresario disponía de vehículos suficientes, sino una característica cualitativa 
adicional: disponer de un determinado número de ambulancias con una antigüedad 
inferior a un año. No obtener puntos por ese criterio significaba que no se había 
acreditado esa mejora cualitativa concreta, no que el operador careciera de 
ambulancias aptas para ejecutar el contrato: 
 
“La conclusión alcanzada por la recurrente parte de identificar dos instituciones 
jurídicas que el propio sistema de contratación pública regula de manera 
diferenciada y con finalidades completamente distintas: la solvencia técnica y los 
criterios de adjudicación [...]. 
 
Y continúa: 
 
“los criterios de adjudicación, por el contrario, presuponen que el licitador ya ha 
sido admitido al procedimiento y tienen como única finalidad comparar las ofertas 
válidamente presentadas para identificar aquella que representa la mejor relación 
calidad-precio, no determinando la aptitud del empresario para contratar, sino el 
mayor o menor valor añadido de la oferta presentada” 
 
Más información: gobiernodecanarias.org 
 
 
- Transporte sanitario: incumplimiento del compromiso de adscripción, y de las 
mejoras en la oferta. 
 

TACRC Resolución nº 1162/2026, de 9 de julio, nº rec. 857/2026. 
 
La Resolución n.º 1162/2026, de 9 de julio, del Tribunal Administrativo Central de 
Recursos Contractuales, desestima el recurso especial interpuesto por U24 Servicios 
Sanitarios, S.L. contra su exclusión de la licitación convocada por ASEPEYO para el 
servicio de transporte sanitario no medicalizado en la provincia de Almería, con un 
valor estimado de 433.392 euros. 
 
La licitadora había resultado inicialmente mejor clasificada, con 98,76 puntos, y 
había ofertado tres ambulancias con clasificación ambiental ECO, circunstancia que 
era objeto de valoración como criterio de adjudicación.  
 
Requerida la empresa conforme al artículo 150.2 LCSP, aportó documentación 
correspondiente a tres vehículos cuya clasificación ambiental era C y no ECO. 
Paralelamente manifestó que los vehículos ECO que pretendía adscribir 

https://www.gobiernodecanarias.org/cmsgob1/export/sites/hacienda/contratacion/tacp/TACP_2026/RES-225-2026-REMC-133-2026.pdf
https://www.gobiernodecanarias.org/cmsgob1/export/sites/hacienda/contratacion/tacp/TACP_2026/RES-225-2026-REMC-133-2026.pdf
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definitivamente al contrato se encontraban todavía en fase de fabricación, con una 
entrega prevista aproximadamente quince días después. 
 
El TACRC parte de que, como regla general, en los compromisos de adscripción de 
medios no es necesario que el licitador disponga de esos medios al presentar la 
oferta, pero sí deben existir y poder acreditarse cuando el licitador propuesto como 
adjudicatario es requerido conforme al artículo 150.2 LCSP. Ese trámite es 
precisamente el momento en que el compromiso asumido durante la licitación debe 
concretarse mediante la identificación y acreditación documental de los medios que 
realmente se destinarán al contrato: 
 
“Respecto del compromiso de adscripción de medios hemos dicho reiteradamente 
que, como regla general, no es necesario que los medios se encuentren a disposición 
del licitador en el momento de presentar la oferta, pero sí que deben existir y 
quedar acreditados cuando el licitador propuesto como adjudicatario es requerido 
al amparo del artículo 150.2 de la LCSP” 
 
La recurrente defendía subsidiariamente que, si no podía acreditar la categoría ECO, 
la consecuencia debía limitarse a retirarle los 10 puntos obtenidos por ese criterio, 
sin excluirla. 
 
El TACRC lo rechaza porque el licitador ofrece una característica adicional para 
obtener puntuación -la categoría ECO-, esa característica deja de ser una mera 
expectativa de puntuación y pasa a integrarse en la oferta contractual. 
 
La empresa no se había limitado a cumplir los mínimos del PPT: había añadido 
voluntariamente una mejora medioambiental para obtener una ventaja competitiva 
frente a otros licitadores. Al formular su oferta en esos términos, quedó vinculada 
por ella. 
 
Más información: hacienda.gob.es 
 
 
- Tendencias y riesgos en la licitación del aseguramiento de la responsabilidad 
sanitaria: ¿puede una prima insuficiente constituir la oferta económicamente 
más ventajosa? 
 
Nuria Garrido Cuenca, Catedrática de Derecho Administrativo de la UCLM. Máster 

en Derecho Sanitario y Bioética. 
 
El aseguramiento de la responsabilidad patrimonial sanitaria se ha consolidado como 
un instrumento esencial de gestión del riesgo en los servicios públicos de salud, al 
permitir compatibilizar la reparación íntegra del daño con la estabilidad 
presupuestaria de las Administraciones públicas. 
 
Sin embargo, el incremento estructural de las primas de seguro en los últimos años 
ha puesto en cuestión la sostenibilidad de los modelos tradicionales de contratación. 
Las reformas del sistema de valoración de daños personales, la evolución 
jurisprudencial en la aplicación del baremo y el aumento de la siniestralidad con 

https://www.hacienda.gob.es/tacrc/resoluciones/a%C3%B1o%202026/recurso%200857-2026%20(res%201162)%2009-07-2026.pdf
https://www.hacienda.gob.es/tacrc/resoluciones/a%C3%B1o%202026/recurso%200857-2026%20(res%201162)%2009-07-2026.pdf
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elementos estructurales que presionan al alza los precios (envejecimiento, mayor 
demanda asistencial, digitalización, medicina personalizada, entre otros) han 
alterado profundamente el contenido económico del riesgo asegurado. 
 
En este nuevo contexto, la persistencia de esquemas de adjudicación basados casi 
exclusivamente en el precio no solo resulta ineficiente, sino jurídicamente 
problemática. Este trabajo analiza, desde la perspectiva de la Ley de Contratos del 
Sector Público y del régimen de responsabilidad patrimonial sanitaria, por qué la 
prima suficiente se ha convertido hoy en una exigencia de legalidad y de buena 
administración, y propone claves para una contratación pública de seguros sanitarios 
sostenible y coherente con el interés público. 
 
Más información: obcp.es 
 

 
- SERMAS. Demora en el pago de facturas: 40 euros por cada factura pagada con 
demora, aunque se reclamen conjuntamente.  
 

STS nº 801/2026, de 29 de junio, nº rec. 5336/2024. 
 
La mercantil recurrente presentó reclamación por la falta de pago en plazo de 4.127 
facturas emitidas al Servicio Madrileño de Salud (SERMAS), exigiendo el abono de 
intereses de demora y una cantidad fija de 40 euros por costo de cobro por cada 
factura retrasada. La Sala de instancia reconoció los intereses de demora, pero 
declaró insuficiente la reclamación relativa a los costes de cobro, otorgando solo la 
cantidad total de 40 euros.  
 

La recurrente interpuso recurso de casación alegando que la indemnización fija 
corresponde a cada factura impagada según la doctrina del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea (TJUE) y la legislación aplicada. 
 
El TS establece que los 40 euros se devengan por cada factura cuyo pago se haya 
producido con retraso, siendo irrelevante que todas ellas se agrupen después en una 
única reclamación administrativa. Además, la indemnización procede ex lege, sin 
necesidad de reclamación expresa ni de acreditar un perjuicio concreto, salvo 
supuestos de fraude de ley: 
 

[...] el artículo 8.1 de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, que transpone a nuestro 
ordenamiento el artículo 6.1 de la Directiva 2011/7, debe interpretarse en el 
sentido de reconocer que los 40 euros que prevé el párrafo primero de este 
precepto en concepto de indemnización al acreedor en los supuestos en los que el 
deudor ha incurrido en mora deben abonarse por cada una de las facturas pagadas 
con retraso.” 
 

Y añade: 
 
“A estos efectos es irrelevante que las facturas se presenten junto con otras en una 
única reclamación administrativa. Asimismo, resulta improcedente valorar si la 
indemnización es razonable o proporcionada.” 
 
Más información: poderjudicial.es 

https://obcp.es/sites/default/files/2026-06/NURIA%20GARRIDO_Tendencias%20y%20riesgos%20en%20la%20licitaci%C3%B3n%20del%20aseguramiento%20de%20la%20responsabilidad%20sanitaria.pdf?_gl=1*2h3f5a*_up*MQ..*_ga*MTEwMzI4MjY5NS4xNzg4NTIyMzM1*_ga_BW6FG47YJ7*czE3ODg1MjIzMzQkbzEkZzAkdDE3ODg1MjIzMzQkajYwJGwwJGgw
https://obcp.es/sites/default/files/2026-06/NURIA%20GARRIDO_Tendencias%20y%20riesgos%20en%20la%20licitaci%C3%B3n%20del%20aseguramiento%20de%20la%20responsabilidad%20sanitaria.pdf?_gl=1*2h3f5a*_up*MQ..*_ga*MTEwMzI4MjY5NS4xNzg4NTIyMzM1*_ga_BW6FG47YJ7*czE3ODg1MjIzMzQkbzEkZzAkdDE3ODg1MjIzMzQkajYwJGwwJGgw
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/4039e5444c383d74a0a8778d75e36f0d/20260709
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- Motivación de los criterios automáticos de adjudicación. 
 

TACP Resolución nº 204/2026, de 29 de junio, nº rec. 132/2026. 
 
La Resolución 204/2026, de 29 de junio, del Tribunal Administrativo de Contratos 
Públicos de la Comunidad Autónoma de Canarias, desestima el recurso especial 
interpuesto por Eurest Colectividades, S.L.U. contra la adjudicación a Aramark 
Servicios de Catering, S.L.U. de la concesión del servicio de cafetería y córner del 
Hospital Universitario Doctor José Molina Orosa, dependiente de la Gerencia de 
Servicios Sanitarios del Área de Salud de Lanzarote.  
 
La impugnación se centraba principalmente en el criterio automático A.1 
Contraprestación económica, relativo al canon ofrecido por los licitadores a la 
Administración 
 
La recurrente alegaba falta de motivación y transparencia en la puntuación 
obtenida, lo que le impedía comprobar adecuadamente si alguna oferta podía estar 
incursa en presunción de anormalidad. 
 
El Tribunal recuerda que, tratándose de un criterio automático, la valoración no 
incorpora un juicio discrecional. Una vez fijada la fórmula en el pliego, su aplicación 
consiste en operar matemáticamente con los valores ofertados por los licitadores. 
Por ello, la motivación exigida por el artículo 151 LCSP queda satisfecha cuando el 
expediente permite conocer los valores ofertados, la fórmula aplicable y la 
puntuación resultante, de manera que el licitador pueda reconstruir el cálculo y 
comprobar su corrección.  
 
Más información: gobiernodecanarias.org 
 
 
- Transporte sanitario: legitimidad de una de las empresas integrantes de la UTE 
para impugnar la adjudicación del contrato. 
 

STS nº 870/2026, de 8 de julio, nº rec. 2017/2023. 
 
La Sentencia estima el recurso de casación interpuesto por Andaluza de 
Ambulancias, S.L. frente a la sentencia del TSJ de Andalucía que había inadmitido su 
recurso contra la adjudicación del lote 2 del contrato de gestión del servicio público 
de transporte sanitario de los centros vinculados a las plataformas logísticas 
sanitarias de Málaga y Sevilla. 
 
La sentencia ser pronuncia sobre la legitimación de una empresa integrante de una 
UTE para impugnar individualmente la adjudicación. Recuerda su jurisprudencia más 
reciente, conforme a la cual la pertenencia a una UTE no excluye por sí misma la 
legitimación individual de sus miembros. Lo determinante es comprobar si la 
empresa que recurre ostenta un interés propio, concreto y efectivo, consistente en 
obtener una ventaja o evitar un perjuicio como consecuencia de la eventual 
estimación de su pretensión, como sucede en el caso de autos. 
 

https://www.gobiernodecanarias.org/cmsgob1/export/sites/hacienda/contratacion/tacp/TACP_2026/RES-204-2026-REMC-132-2026.pdf
https://www.gobiernodecanarias.org/cmsgob1/export/sites/hacienda/contratacion/tacp/TACP_2026/RES-204-2026-REMC-132-2026.pdf
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La empresa pretendía que se anulase la adjudicación y se retrotrajera el 
procedimiento para que el contrato pudiera terminar adjudicándose a la UTE de la 
que formaba parte o, subsidiariamente, obtener el correspondiente resarcimiento. 
Su interés era, por tanto, real, directo y jurídicamente identificable, y coincidía con 
el interés común de la agrupación empresarial. 
 
Además, la otra empresa integrante de la futura UTE había desistido durante la 
tramitación del recurso especial, pero el Tribunal considera que ese desistimiento no 
equivalía a oponerse a que Andaluza de Ambulancias continuase recurriendo ni 
suponía una ruptura inequívoca del compromiso de constitución de la UTE. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 

X.- MEDICAMENTOS Y PRODUCTOS SANITARIOS 
 
 
- Carta de Servicios 2026-2029. Agencia Española de Medicamentos y Productos 
Sanitarios (AEMPS). 
 

Carta de Servicios AEMPS. 
 
“La carta de servicios de la AEMPS es el documento que informa a la ciudadanía y a 
las personas usuarias sobre los servicios que tiene encomendados, sobre los 
derechos que les asisten en relación con estos servicios y sobre los compromisos de 
calidad para conseguir la mejora de los servicios públicos que presta atendiendo a 
las demandas de dichas personas, tomando como referencia el Real Decreto 
951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general para la mejora 
de la calidad en la Administración General del Estado. La gestión de la calidad 
ocupa un lugar destacado en la razón de ser y en la actividad cotidiana de la AEMPS 
y se visibiliza de una manera especial mediante la publicación de esta carta de 
servicios.” 
 
Más información: aemps.gob.es 
 
 
- Resolución de 21 de mayo de 2026, aprobada por la Comisión Mixta para las 
Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en relación con el Informe de 
fiscalización de los gastos farmacéuticos hospitalarios de las comunidades 
autónomas sin órgano de control externo propio, ejercicio 2022. 
 
“Se ha constatado la existencia de indicadores de planificación relativos al gasto 
farmacéutico referentes a las áreas de salud fiscalizadas de Cantabria, Región de 
Murcia y La Rioja, pero sin que se hayan elaborado informes de seguimiento del 
mismo. Por su parte, el Plan de Salud de Extremadura incluyó objetivos y líneas de 
actuación relacionadas con gastos de adquisición de medicamentos. Sin embargo, los 
informes de seguimiento del Plan determinaron que el grado de cumplimiento de 
los mismos para el ejercicio 2022 fue bajo o nulo. 
 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/f4f3817516910400a0a8778d75e36f0d/20260723
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/f4f3817516910400a0a8778d75e36f0d/20260723
https://www.aemps.gob.es/laAEMPS/cartaDeServicios/docs/carta-servicios-2026-2029.pdf
https://www.aemps.gob.es/laAEMPS/cartaDeServicios/docs/carta-servicios-2026-2029.pdf
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De las cuatro CCAA analizadas, únicamente el presupuesto del Servicio Cántabro de 
Salud (SCS) incluyó indicadores específicos relativos a gastos de farmacia 
hospitalaria. 
 
Se ha detectado la acumulación de contratos menores para la adquisición de 
medicamentos no exclusivos con el mismo proveedor y mismo objeto que, de forma 
conjunta, superan el umbral de los 15.000 euros, umbral máximo para los contratos 
de suministro establecido en el artículo 118 de la LCSP. 
 
Se han detectado deficiencias y margen de mejora en las aplicaciones informáticas 
de gestión de prestaciones farmacéuticas en tres de los cuatro centros hospitalarios 
analizados. 
 
Se ha constatado la persistencia de diferencias significativas en los precios finales 
abonados por un mismo medicamento en los cuatro centros hospitalarios 
fiscalizados. Las diferencias entre el hospital que pagó el mayor precio y el que 
pagó el menor en el año 2022 respecto de los tres medicamentos analizados fueron 
del 65 %, 46,47 % y 96,75 %. 
 
Los portales de transparencia de los Servicios de Salud de Extremadura, Región de 
Murcia y la Rioja no incluyen (a fecha de diciembre de 2024), con carácter general, 
la fecha de publicación de la información ni la fecha de la última actualización. En 
el caso de Extremadura y La Rioja, tampoco incluyen información suficiente sobre la 
estructura organizativa de los hospitales. Asimismo, tampoco se encontraba 
completa, de acuerdo con la normativa, la información presupuestaria incluida en 
los portales de transparencia de los Servicios de Salud de Cantabria, Extremadura y 
la Región de Murcia. También se detectaron incumplimientos relativos a la 
información contractual en los Portales de Cantabria y Extremadura.” 
 
Más información: boe.es 
 
 
- Suspensión de una farmacéutica por dispensar un medicamento conforme a una 
pauta médica incorrecta. 
 

STSJ del País Vasco, nº 222/2026, de 3 de julio, nº rec. 150/2026. 
 
La farmacéutica sancionada dispensó 1.334 envases del medicamento QUTENZA 
entre mayo de 2019 y enero de 2023, con una dosis diaria errónea (1 parche cada 24 
horas en lugar de uno cada 90 días), acumulando 258 envases facturados pero no 
entregados a la paciente, sin corregir la prescripción médica ni realizar un adecuado 
seguimiento farmacéutico. 
 
En su defensa alegaba que la prescripción estaba activa y vigente en el sistema, 
indicaba 1 parche cada 24 horas» y la farmacéutica se había limitado a dispensar de 
conformidad con ella. Desde esta perspectiva, sostenía que no podía exigírsele que 
sustituyera o cuestionara el criterio del médico prescriptor y que había actuado de 
buena fe.  
 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-15350
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-15350
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La Sala considera que los Estatutos y el Código Deontológico imponen al 
farmacéutico deberes propios de supervisión, información y control sobre la 
medicación dispensada. Si se aceptara la tesis de la recurrente, incluso ante una 
posología desmesurada, incompatible con otros medicamentos, con la edad del 
paciente o con sus enfermedades, el farmacéutico podría limitarse a dispensar 
aquello que apareciera prescrito sin realizar ninguna comprobación: 
 
“Si la lectura del prospecto es recomendable para el consumidor del fármaco; la 
atención del farmacéutico a esas prescripciones es inexcusable” 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- Los brazaletes para la identificación de pacientes no deben considerarse 
productos sanitarios al no cumplir los requisitos legales de finalidad médica. 
 

Sentencia Tribunal Justicia UE, nº C-427/24, de 2 de julio. 
 
Una asociación contra prácticas comerciales desleales demandó a una empresa por 
la comercialización de brazaletes de identificación de pacientes sin marcado CE ni 
declaración de conformidad según el Reglamento (UE) 2017/745; el litigio gira en 
torno a si dichos brazaletes, suministrados sin impresión pero imprimibles, cumplen 
la definición de productos sanitarios, considerando las alegaciones publicitarias del 
fabricante sobre posibles beneficios médicos en la identificación del paciente y la 
prevención de errores médicos. 
  
El Tribunal dio la razón a la empresa comercializadora, determinando que los 
brazaletes en cuestión no poseen una finalidad médica conforme a lo exigido por el 
Reglamento (UE) 2017/745. Se valoró que, pese a que el fabricante indica posibles 
beneficios relacionados con la seguridad del paciente, la función de los brazaletes es 
exclusivamente administrativa y no ejercen acción directa sobre el cuerpo ni tienen 
finalidad diagnóstica o terapéutica. Además, la mera publicidad o información 
contextual no es suficiente para calificar el producto como sanitario si 
objetivamente no cumple con las funciones médicas definidas. Asimismo, se rechazó 
la extrapolación de jurisprudencia sobre software médica a este caso por la ausencia 
de funciones asistenciales equivalentes.  
 
Más información: curia.europa.eu 
 
 

XI.- DERECHO PENAL 
 
 
- Trasplante ilegal de órganos. 
 

STS nº 428/2026, de 24 de junio, nº rec. 5464/2023. 
 

https://www.poderjudicial.es/portal/site/cgpj/menuitem.65d2c4456b6ddb628e635fc1dc432ea0/?vgnextoid=251b57519b98f910VgnVCM1000004648ac0aRCRD&vgnextchannel=ea1732cd1ddaa210VgnVCM100000cb34e20aRCRD&vgnextfmt=default&vgnextlocale=es_ES
https://www.poderjudicial.es/portal/site/cgpj/menuitem.65d2c4456b6ddb628e635fc1dc432ea0/?vgnextoid=251b57519b98f910VgnVCM1000004648ac0aRCRD&vgnextchannel=ea1732cd1ddaa210VgnVCM100000cb34e20aRCRD&vgnextfmt=default&vgnextlocale=es_ES
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/5fceffaf6b074a47a0a8778d75e36f0d/20260720
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/5fceffaf6b074a47a0a8778d75e36f0d/20260720
https://infocuria.curia.europa.eu/tabs/document/C/2024/C-0427-24-00000000RP-01-P-01/ARRET/322916-ES-1-html#Footnote*
https://infocuria.curia.europa.eu/tabs/document/C/2024/C-0427-24-00000000RP-01-P-01/ARRET/322916-ES-1-html#Footnote*
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Diego, enfermo hepático residente en el Líbano, necesitaba un trasplante de hígado 
que no podía obtener en España salvo por donación inter vivos; sus familiares en 
España actuaron como enlaces para captar a donantes vulnerables ofreciéndoles 
dinero o ventajas, coordinando pruebas médicas en clínicas como Quirón y utilizando 
la mercantil INTERMARMOR SL para el pago de dichas pruebas, por lo que fueron 
condenados por delito de promoción, favorecimiento o facilitación de trasplante 
ilegal de órganos vivos. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 

XII.- PROTECCIÓN DE DATOS SANITARIOS PERSONALES 
 
 

- Difusión por la empresa en un grupo de WhatsApp de la baja médica de uno de 
sus trabajadores. 
 

STSJ de Castilla y León (Social) nº 210/2026, de 29 de abril, nº rec. 85/2026. 
 
El trabajador prestaba servicios como conductor repartidor y había mantenido 
discrepancias laborales con la empresa, incluida una reclamación de diferencias 
retributivas. En el procedimiento denunció que la empresa había difundido en un 
grupo de WhatsApp información relativa a su baja médica. Consta que estuvo en 
incapacidad temporal por enfermedad común y que el parte de baja fue publicado 
en ese grupo y posteriormente eliminado. 
 
La Sala considera que la publicación de la baja médica del trabajador en el grupo de 
WhatsApp afectó a información personal relativa a su salud que vulnera el derecho a 
al intimidad y a la protección de datos personales: 
 
“Vulnerar la ley de protección de datos es un ataque directo a la dignidad humana. 
Se considera que la protección de datos no es solo un derecho técnico, sino un 
derecho fundamental que salvaguarda la intimidad, la autonomía y la integridad 
personal, evitando la cosificación del individuo en la sociedad digital.  
 
Uno de los fundamentos en la Dignidad es la privacidad como una parte integral de 
la dignidad humana; el tratamiento ilícito de datos roba el control sobre la propia 
información, degradando a la persona a un simple objeto de procesamiento. 
 
Su vulneración, mediante la inclusión innecesaria en un wasap de su baja medica, 
conlleva la violación de un Derecho Fundamental.” 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- Informe Jurídico AEPD. 012/2026. Sistema de Información de Vacunaciones e 
Inmunizaciones (SIVAIN). Habilitación normativa insuficiente para legitimar el 
acceso a datos sanitarios con fines epidemiológicos.  
 

Informe Jurídico AEPD, nº 012/2026 de 25 de junio. 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/7a44664e40f08dc4a0a8778d75e36f0d/20260702
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/7a44664e40f08dc4a0a8778d75e36f0d/20260702
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/050601135d039d02a0a8778d75e36f0d/20260609
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/050601135d039d02a0a8778d75e36f0d/20260609
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El informe analiza el proyecto de Real Decreto destinado a regular el Sistema de 
Información de Vacunaciones e Inmunizaciones (SIVAIN). Este sistema pretende 
reunir y homogeneizar, en el ámbito estatal, la información relativa a las vacunas y 
otros medicamentos utilizados para la inmunización, facilitando su consulta, 
evaluación y explotación para fines asistenciales, epidemiológicos, de 
farmacovigilancia, investigación y salud pública. 
  
Lo primero que llama la atención a la AEPD, es que las condiciones esenciales del 
tratamiento de los datos de salud se están regulando mediante un Real Decreto, 
cuando deberían establecerse en una norma con rango de ley formal. 
  
El informe parte de que el tratamiento se pretende fundamentar en el cumplimiento 
de obligaciones legales y en el ejercicio de misiones de interés público -artículo 6.1, 
letras c) y e), del RGPD-, así como en las excepciones relativas a la asistencia 
sanitaria y al interés público en materia de salud pública -artículo 9.2, letras h) e i) – 
 
Sin embargo, recuerda que el artículo 6.3 del RGPD, el artículo 8 de la LOPDGDD y el 
artículo 53.1 de la Constitución exigen que la base jurídica y los elementos 
esenciales de cualquier limitación del derecho fundamental a la protección de datos 
se establezcan por ley. 
  
El problema no consiste, por tanto, en que las finalidades sanitarias o de salud 
pública carezcan de legitimidad. El informe reconoce que la Ley 33/2011, General 
de Salud Pública, y la Ley 41/2002, de autonomía del paciente, ya contienen un 
núcleo de garantías sobre necesidad, proporcionalidad, confidencialidad, secreto 
profesional y acceso a la información clínica. Sin embargo, considera que esas 
previsiones son demasiado generales para dar cobertura completa a un sistema de 
las características del SIVAIN. 
 
En consecuencia, mantiene el criterio desfavorable expresado en el Informe 
0047/2024, y manifiesta que la solución propuesta consiste en modificar la Ley 
33/2011, General de Salud Pública, o aprobar una ley específica que regule de 
manera suficiente las finalidades, datos, sujetos, accesos, cesiones, plazos y 
garantías del SIVAIN. 
 
Más información: aepd.es 
 
 
- “Las voluntades anticipadas de la persona con discapacidad sobre el destino 
de sus datos de salud con fines de investigación médica o biomédica”. 
Actualidad Jurídica Iberoamericana Nº 24 bis, 30 de junio de 2026, ISSN: 2386-
4567, pp. 608-639. 
 
“La autonomía individual para tomar decisiones por parte de las personas con 
discapacidad para el tratamiento de datos con fines de investigación, sea en vida 
(anticipándose a una posible discapacidad que no le permita otorgar su 
consentimiento en el futuro) o tras su muerte, únicamente pueden ser limitadas 
para lo estrictamente necesario, a fin de que la persona con discapacidad pueda 

https://www.aepd.es/documento/2026-0012.pdf
https://www.aepd.es/documento/2026-0012.pdf
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adoptar sus decisiones en las mismas condiciones que las demás personas. Cabe 
analizar los medios de los que dispone el ordenamiento para tal cometido y, previo 
análisis del estado actual, proponer soluciones.” 
 
Más información: turia.uv.es 
 
 
- “Desafíos normativos para la protección de los neurodatos y de los 
tratamientos de datos personales que emplean neurotecnologías en ámbito no 
sanitario”. Red Iberoamericana de Protección de Datos. 
 
“Este documento tiene como objetivo servir de orientación para el desarrollo de 
instrumentos normativos de carácter legislativo, u otros vinculados (estándares, 
certificaciones, normas técnicas, códigos de conducta), tanto en manos de las 
autoridades de protección de datos personales (como podrían ser recomendaciones, 
directrices, guías, resoluciones o circulares) como por otras instancias en el ámbito 
de sus respectivas competencias, especialmente cuando se emplean 
neurotecnologías en el marco de tratamientos de datos personales. Con el fin de 
facilitar la elaboración de respuestas legales apropiadas, este documento recoge y 
analiza diversos desafíos que, por su naturaleza y relevancia, podrían resolverse de 
manera específica en uno o varios instrumentos normativos. La identificación de 
estos elementos pretende servir de referencia tanto para el legislador como para 
las autoridades responsables, permitiendo abordar los retos que plantea el 
tratamiento de neurodatos en relación con el derecho a la protección de datos 
personales y el impacto de ese tratamiento en otros derechos y libertades 
fundamentales”. 
 
Más información: redipd.org 
 
 
- AEPD: El paciente tiene derecho a conocer la identidad de los profesionales que 
hayan accedido a su historia clínica, sean accesos debidos o indebidos. 
 

Acceso a la información de trazabilidad en datos de salud con relación al 
Reglamento del Espacio Europeo de Datos de Salud. Nota de Prensa AEPD y 

Resolución administrativa. 
 
La AEPD en nota de prensa de 7 de julio da a conocer su nuevo criterio 
interpretativo en relación con el derecho de los pacientes a conocer la identidad de 
los profesionales que acceden a su historia clínica. 
 
La AEPD formula un criterio claro y explícito, afirmando en la Resolución recaída en 
el expediente nº 202518019 que “la interpretación más conforme con el Derecho de 
la Unión exige entender que, como regla general, el derecho de acceso (…) incluye 
la identificación de las personas que han accedido a dichos datos”. En coherencia 
con ello, precisa que “no resulta conforme (…) una interpretación que excluya de 
forma general y automática la comunicación de la identidad”, de modo que 
cualquier limitación deberá ser excepcional y debidamente justificada, 

https://turia.uv.es/index.php/aji/es/article/view/33637/35361
https://turia.uv.es/index.php/aji/es/article/view/33637/35361
https://www.redipd.org/documento/desafios-normativos-neurodatos.pdf
https://www.redipd.org/documento/desafios-normativos-neurodatos.pdf
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correspondiendo al responsable acreditar que “la limitación del acceso se encuentra 
debidamente fundada”. 
 
Más información: aepd.es 
 
Más información: aepd.es 
 
 
- TS: El paciente no tiene derecho a conocer la identidad de los profesionales 
que han accedido a su historia clínica en el ejercicio legítimo de sus funciones. 
 

STS 789/2026, de 24 de Junio, nº de Recurso 3280/2024. 
 
La Sala Tercera del Tribunal Supremo resuelve si el derecho de acceso reconocido 
por el artículo 15 del RGPD permite al paciente conocer la identidad concreta de los 
profesionales que han consultado su historia clínica. 
 
El recurrente formuló dos solicitudes de información una dirigida al Servicio 
Aragonés de Salud y otra ante la Conselleria de Sanidad Universal y Salud Pública de 
la Generalitat Valenciana. En ellas se pedía una detalladísima información sobre 
todos los accesos que se habían producido por los citados servicios y sus 
profesionales a su historial clínico, incluyendo toda la información relativa al 
registro de acceso a los informes que han realizado los profesionales sanitarios a 
través de HCDSNS con toda la información relativa a dicho tratamiento, pidiendo la 
identificación de la persona que accede. 
 
El servicio de salud de la Generalidad Valencia contestó a su solicitud informándole 
de los accesos a su historia clínica electrónica en el hospital general de Valencia 
desde el 3 de septiembre de 2018 hasta el 30 de junio de 2021. En dicho oficio se le 
informaba que todos eran accesos de consulta y se especificaban la fecha y hora del 
acceso, el nombre la persona de consulta que acceso, el motivo de acceso y el 
servicio o unidad.  
 
El recurrente presentó una reclamación ante la Agencia Española de Protección de 
Datos que consideró que el derecho de acceso no se configura en una vía para 
obtener información en torno a la identidad de tercero que, dentro de la 
organización del responsable del fichero, pudiera haber accedido a la historia 
clínica, ni tampoco como un medio para valorar si los accesos estaban 
adecuadamente justificados, competencia que debe ser desarrollada por los órganos 
de gestión del Servicio de Salud correspondiente, a quienes pueden dirigirse los 
afectados. 
  
La cuestión de interés casacional consistía en determinar si el interesado tiene 
derecho a obtener la identidad de las personas que, dentro de la organización del 
responsable del tratamiento, hubieran accedido a sus datos personales y, en 
concreto, a su historia clínica. 
 
El Tribunal, a partir de la STJUE recaída en el asunto C-579/2, entiende que los 
profesionales que acceden a la historia clínica para realizar sus funciones actúan 

https://www.aepd.es/informes-y-resoluciones/criterios-juridicos-aepd/acceso-informacion-de-trazabilidad-datos-de-salud-en-relacion-reglamento-ehds
https://www.aepd.es/documento/pd-00068-2026.pdf
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dentro de la organización del responsable del tratamiento, y por ello su acceso no 
constituye una comunicación a terceros. Véase la STJUE comentada en el Boletín de 
Derecho Sanitario y Bioética correspondiente al mes de junio de 2023: 
 
Más información: sanidad.castillalamancha.es 
 
En el presente caso, el TS declara que las Administraciones implicadas actuaron 
correctamente: 
 
“La aplicación de dicha doctrina al supuesto que nos ocupa nos permite concluir que 
el interesado fue debidamente informado por el responsable del tratamiento de que 
todos los accesos realizados a su historial clínico se produjeron por personal 
autorizado por el servicio de salud y en el ejercicio de sus funciones.  
 
El Servicio Aragonés de Salud le comunicó que se habían revisado los accesos 
realizados a su historia clínica en el periodo comprendido entre el 22 de junio de 
2020 hasta el 22 de junio de 2021 y constaba un acceso el 27 de enero de 2021, por 
personal de documentación clínica y archivos en el hospital universitario Miguel 
Servet.  
 
Y el servicio de salud de la Generalidad Valencia contestó a su solicitud 
informándole de los accesos a su historia clínica electrónica en el Hospital General 
de Valencia desde el 3 de septiembre de 2018 hasta el 30 de junio de 2021, 
informándole que todos eran accesos de consulta y se especificaban detalladamente 
la fecha y hora del acceso, el nombre la persona de consulta que accedió, el motivo 
de acceso y el servicio o unidad.  
 
Información esta que daba cumplida satisfacción al derecho de acceso ejercitado 
por el recurrente, al quedar acreditado que todos los accesos a su historial clínico 
se produjeron por personal médico o asistencial de los centros sanitarios que le 
trataron y cumpliendo con las previsiones legales y los protocolos de consulta 
establecidos por el responsable del tratamiento.” 
 
Y por lo que se refiere a la respuesta a la cuestión de interés casacional, responde 
en los siguientes términos: 
 
“En respuesta a la cuestión de interés casacional planteada -consistente en 
determinar si el interesado tiene derecho a obtener del responsable del 
tratamiento la identidad de tercero que, dentro de la organización del responsable 
del fichero, pudiera haber accedido a los datos personales que le conciernen -en 
este caso, a su historia clínica-, afirmamos que el interesado no tiene derecho a 
conocer los datos de identidad del personal integrado en la organización sanitaria 
que han accedido a su historial clínico o que han contribuido a formarlo, siempre 
que se acredite que el acceso se produjo por personal autorizado integrado en esa 
organización responsable del tratamiento”. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 

https://sanidad.castillalamancha.es/sites/sescam.castillalamancha.es/files/documentos/pdf/20230717/junio.pdf
https://sanidad.castillalamancha.es/sites/sescam.castillalamancha.es/files/documentos/pdf/20230717/junio.pdf
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/771e23ae94596defa0a8778d75e36f0d/20260709
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/771e23ae94596defa0a8778d75e36f0d/20260709
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- La obtención de datos sanitarios por las fuerzas y cuerpos de seguridad sin 
autorización judicial carece de validez probatoria.  
 

STS nº 428/2026, de 24 de junio, nº rec. 5464/2023. 
 
La Sala de lo Penal TS reitera nuevamente el carácter ilegal que reviste la prueba de 
cargo obtenida a través del acceso por parte de la policía judicial al contenido de la 
historia clínica sin que concurra la preceptiva autorización judicial. 
  
En el caso analizado, (condena penal por trasplante ilegal de órganos, mediante la 
captación de donantes vulnerables con ofrecimiento de compensaciones 
económicas), el Alto Tribunal reconoce que se produjo una vulneración inicial, al 
haberse incorporado indebidamente datos sanitarios de personas distintas de aquella 
a la que se refería el mandamiento judicial. Dicha información debía quedar 
excluida, ya que la historia clínica forma parte del contenido cualificado del derecho 
a la intimidad y no puede ser objeto de acceso policial libre o indiscriminado sin 
consentimiento, autorización judicial o habilitación legal suficiente, salvo 
situaciones de urgencia: 
  
“La Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del 
paciente, expresa en el plano sanitario una garantía que deriva directamente de la 
Constitución.  La STC 206/2007, de 24 de septiembre, resulta particularmente 
relevante.  En ella se declaró que la investigación de hechos delictivos constituye un 
fin constitucionalmente legítimo, pero no permite desplazar sin más la intimidad 
sanitaria cuando no concurren razones de urgencia que impidan solicitar 
autorización judicial.  La investigación penal no convierte la historia clínica en un 
ámbito de acceso policial libre o indiferenciado.” 
 
Pese a todo, en el caso enjuiciado, dicha ilicitud no arrastra la nulidad de todo el 
material probatorio posterior porque no se apreció una conexión de antijuridicidad 
que obligase a expulsar en bloque las declaraciones obtenidas. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 

XIII.- RESPONSABILIDAD SANITARIA 
 
 
- La falta de especialidad en Radiología de quien realizó las ecografías no 
determina por sí sola una actuación contraria a lex artis. 
 

STS nº 1036/2026 (Civil), de 26 de junio, nº rec. 6287/2021. 
 
La paciente acudió en agosto de 2012 tras advertir un bulto doloroso en la mama 
derecha. En la exploración se describió un bultoma parcialmente adherido a planos 
profundos y se hicieron constar antecedentes familiares de cáncer de mama, por lo 
que se solicitó una ecografía y valoración ginecológica. La primera ecografía 
describió una imagen compatible con microfibroadenoma.  
 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/7a44664e40f08dc4a0a8778d75e36f0d/20260702
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En diciembre de ese año la paciente refirió al ginecólogo que el quiste mamario 
había aumentado, por lo que este solicitó una nueva ecografía. La segunda prueba, 
realizada en mayo de 2013, informó de dos imágenes compatibles con 
fibroadenomas. En una tercera ecografía, de noviembre de 2013, aparecieron ya 
elementos que llevaron a aconsejar una punción. Finalmente, en diciembre, una 
biopsia confirmó un carcinoma ductal infiltrante con afectación ganglionar.  
 
La demandante sostenía que se había producido un retraso diagnóstico de 
aproximadamente quince meses, con la consiguiente pérdida de oportunidad de 
recibir un tratamiento anterior, menos agresivo y con un mejor pronóstico. Alega 
que, cuando la paciente le comunicó en diciembre de 2012 que el quiste había 
aumentado, debía haber efectuado personalmente una exploración mamaria y haber 
solicitado inmediatamente una biopsia. 
 
El Supremo desestima el recurso, pues la mama ya había sido explorada previamente 
por otro médico; que la paciente había acudido inicialmente al ginecólogo por una 
patología ovárica; que cuando comunicó la existencia de la lesión mamaria este 
solicitó una ecografía; y que las dos primeras ecografías calificaron las lesiones como 
fibroadenomas, esto es, tumores benignos. 
 
Respecto a que el profesional que e practicó las ecografías fuese médico generalista 
sin el título de especialista en Radiología, el Supremo rechaza el argumento y afirma 
que, según la normativa y la prueba pericial practicada, no es requisito 
imprescindible ostentar la especialidad de Radiología para realizar e informar una 
ecografía.  
 
La cuestión no era si quien practicó las ecografías era o no especialista, sino si 
realizó las pruebas e interpretó las imágenes conforme a las exigencias técnicas 
aplicables: 
 
“Una cosa es que la persona que efectuó la radiografía y emitió el informe 
correspondiente no fuera especialista, sino médico generalista, y otra muy 
diferente que ello implique per se que su actuación fue deficiente [...]».  
 
“No cabe calificar defectuosa o incompleta la actuación del Dr. Imanol en función 
del resultado que arroje, sino del cumplimiento de los parámetros exigidos, que 
aquí no consta que no se respetaran.” 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- Indemnizan con 85.145 euros a un paciente por una cirugía anal realizada sin 
indicación clínica. Comunicación Poder Judicial. 
 

STSJ de Murcia nº 326/2026, de 11 de junio, nº rec. 381/2023. 
 
“La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la 
Región de Murcia (TSJMU) ha estimado parcialmente el recurso interpuesto por un 
paciente frente a la resolución de la Consejería de Salud que rechazó su 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/8307fceb53179287a0a8778d75e36f0d/20260709
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reclamación de responsabilidad patrimonial y ha reconocido su derecho a ser 
indemnizado con 85.145 euros, más los intereses legales desde la reclamación en vía 
administrativa. La resolución concluye que la asistencia sanitaria no se ajustó a 
la lex artis al no quedar acreditada la indicación de una esfinterotomía practicada 
junto a una intervención por hemorroides”. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 
- La infección nosocomial no determina por sí sola responsabilidad patrimonial y 
la indemnización por déficit de consentimiento informado no se transmite a los 
familiares de la paciente fallecida. 
 

STSJ de Galicia nº 221/2026, de 11 de junio, nº rec. 7092/2026. 
 
La paciente, de 32 años, padecía enfermedad de Crohn y había sido atendida desde 
diciembre de 2019 por una fisura anal sobreinfectada. En marzo y abril de 2020 
precisó varios ingresos hospitalarios por dolor abdominal, diarrea, fiebre y procesos 
inflamatorios e infecciosos pélvicos. Ante el empeoramiento clínico, fue intervenida 
el 26 de mayo de 2020, practicándose una salpinguectomía bilateral y una resección 
ileocecal con anastomosis.  
 
Tras recibir el alta el 2 de junio, volvió a urgencias en varias ocasiones por 
problemas de la herida quirúrgica. Posteriormente presentó una evolución tórpida, 
con supuración abundante, sepsis y, finalmente, perforación intestinal y fístulas, que 
hicieron necesaria una nueva cirugía urgente en noviembre. Tras sufrir shock 
séptico, intubación prolongada y traqueotomía, falleció el 19 de diciembre de 2020. 
 
Su padre y sus hermanos formularon el 13 de diciembre de 2021 una reclamación de 
responsabilidad patrimonial frente al Servicio Galego de Saúde, solicitando 
inicialmente 150.000 euros por la asistencia sanitaria que consideraban defectuosa. 
 
El TSJ confirma que los familiares carecen de legitimación para reclamar la 
indemnización que hubiera podido corresponder personalmente a la paciente por un 
eventual defecto de información o consentimiento. 
 

La Sala parte de que el consentimiento informado constituye una manifestación del 
derecho de autodeterminación del paciente, vinculado a su integridad física y moral, 
y tiene carácter moral y personalísimo. Por ello, no tiene naturaleza patrimonial 
susceptible de transmisión hereditaria: 
 

“[...] en tal caso carecen de legitimación los familiares para ser resarcidos de lo 
que le pudiera haber correspondido al paciente fallecido [...] que parten de lo 
dispuesto en el derecho fundamental a la protección de la integridad física y moral 
que consagra el artículo 15 de la Constitución española [...] en el sentido de que se 
trata de un derecho o facultad de autodeterminación que legitima al paciente, en 
uso de su autonomía de la voluntad, para decidir libremente sobre las medidas 
terapéuticas y tratamientos que puedan afectar a su integridad, escogiendo entre 

https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Tribunales-Superiores-de-Justicia/TSJ-Region-de-Murcia/Oficina-de-Comunicacion/Archivo-de-notas-prensa/Indemnizan-con-85-145-euros-a-un-paciente-por-una-cirugia-anal-realizada-sin-indicacion-clinica
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Tribunales-Superiores-de-Justicia/TSJ-Region-de-Murcia/Oficina-de-Comunicacion/Archivo-de-notas-prensa/Indemnizan-con-85-145-euros-a-un-paciente-por-una-cirugia-anal-realizada-sin-indicacion-clinica
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/fa3efe21d26e1a87a0a8778d75e36f0d/20260710
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las distintas posibilidades, consintiendo su práctica o rechazándola [...], derecho 
que [...] no tiene un contenido patrimonial, sino moral y personalísimo, lo que 
impide su transmisión a sus herederos”. 
 
Por lo que respecta a la posible antijuridicidad de la infección nosocomial, a Sala 
admite, a efectos del razonamiento, que la infección sufrida por la paciente tuvo 
carácter nosocomial, pero considera que esta circunstancia no basta por sí misma 
para declarar la responsabilidad patrimonial del servicio de salud. 
 
Debe diferenciarse entre el origen hospitalario de la infección y su evitabilidad. Para 
que exista responsabilidad es necesario conectar el daño con un funcionamiento 
inadecuado del servicio, concretamente con el incumplimiento de los estándares de 
prevención, asepsia, cuidado y limpieza exigibles: 
 
“[...] aún en el caso de la causa del fallecimiento hubiera obedecido a una infección 
nosocomial -como así se presume y fue el caso-, ello no tiene que comportar 
necesariamente su antijuridicidad, ya que no es suficiente admitir el origen 
intrahospitalario de la infección para concluir que de la fatal consecuencia era 
responsable el organismo sanitario, ya que es necesario acreditar el nexo causal 
entre esa infección y el funcionamiento del servicio asistencial, esto es, el 
incumplimiento del estándar de cuidado y limpieza para evitar, en lo técnica y 
humanamente posible, las perniciosas infecciones hospitalarias [...].” 
 
Dicho lo anterior, corresponde a la Administración, en aplicación del principio de 
facilidad probatoria del artículo 217.7 LEC, justificar que la infección era inevitable 
o que se adoptaron todas las medidas de asepsia y prevención previstas. 
 
En el caso enjuiciado los informes incorporados al expediente evidenciaban que se 
actuó correctamente por parte del centro sanitario; asimismo, el microorganismo 
identificado fue Enterococcus faecium, integrante habitual de la flora intestinal 
humana, y los informes apuntaban a que probablemente procedía de la propia flora 
de la paciente. 
 
Más información: poderjudicial.es 
 
 

XIV.- DERECHO PROCESAL 
 
 
- Orden contencioso-administrativo competente para conocer de las 
reclamaciones percibo de C. de Atención Continuada durante IT. 
 

STS nº 960/2026, de 21 de julio, nº rec. 6279/2023. 
 
El interesado había solicitado al Servicio Canario de Salud el abono del prorrateo de 
las guardias durante su situación de incapacidad temporal. La Administración 
desestimó la petición, pero el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo estimó el 
recurso y reconoció el derecho reclamado. 
 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/a50914770d9a4083a0a8778d75e36f0d/20260709
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La cuestión que se debía determinar: 
 
• Si la reclamación correspondía al orden contencioso-administrativo o al orden 
social, por poder considerarse una mejora voluntaria de las prestaciones de 
Seguridad Social; 
 
• Si durante la incapacidad temporal procedía abonar el complemento de 
atención continuada, además de la prestación de Seguridad Social y, en su caso, del 
complemento autonómico de incapacidad temporal. 
  
1. Competencia del orden jurisdiccional contencioso-administrativo. 
 
El Tribunal afirma que el orden contencioso-administrativo es competente para 
conocer de una reclamación formulada por personal estatutario frente al servicio de 
salud en relación con la percepción del complemento de atención continuada 
durante una situación de incapacidad temporal. 
 
Rechaza la tesis de la Administración canaria, que sostenía que la controversia debía 
ser conocida por el orden social al tratarse de una cuestión relativa a una mejora 
voluntaria de una prestación de Seguridad Social. 
 
Recuerda que ya había conocido de asuntos semejantes en sentencias de 19 de 
diciembre de 2011, 14 de junio de 2021, 14 de julio de 2022 y 9 de febrero de 2023. 
En unos casos, la Sala había dado por supuesta la competencia del orden 
contencioso-administrativo; en otros, había rechazado expresamente la excepción 
de falta de jurisdicción formulada por la Administración. 
 
2. Fondo del asunto. 
 
En cuanto al fondo, el TS considera incorrecto que la sentencia recurrida aplicase al 
personal estatutario el artículo 21 del texto refundido de la Ley sobre Seguridad 
Social de los Funcionarios Civiles del Estado, porque la DA 15ª del EM excluye al 
personal estatutario de esa extensión en relación con la prestación económica 
durante la incapacidad temporal. La misma disposición adicional establece que 
corresponde a los servicios de salud de las comunidades autónomas decidir, respecto 
de su personal estatutario, el grado de aplicación de esta prestación económica. 
 
Concluye, por tanto, que el contenido económico que corresponde percibir durante 
la incapacidad temporal debe determinarse pero conforme a la legislación 
autonómica aplicable. 
 
Más información: poderjudicial.es 
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https://www.ajs.es/es/noticias-juridicas-y-jurisprudencia/webinar-claves-del-espacio-europeo-datos-salud
https://www.epj.es/oferta-formativa/diplomas_de_alta_especializacion/curso_de_alta_especializacion_en_derecho_sanitario/
https://www.epj.es/oferta-formativa/diplomas_de_alta_especializacion/curso_de_alta_especializacion_en_derecho_sanitario/
https://2026.congresoadscv.com/programa
https://2026.congresoadscv.com/programa
https://www.geyseco.es/sefse26/index.php?go=programa
https://www.geyseco.es/sefse26/index.php?go=programa
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PEDIATRÍA EN ATENCIÓN PRIMARIA 
 

 
- XX Jornada científica de la APAPCLM, Ciudad Real 13 y 14 de noviembre de 

2026. 

 
Fuente: drive.google.es 

 
 

INVESTIGACIÓN CLÍNICA 
 
 

- Normas de Buena Práctica Clínica (BPC) en Investigación ICH E6 (R3) 
(Edición 2026). 

 
Fuente: iacs.es 

 
 

CONTRATACIÓN PÚBLICA SANITARIA 
 

 
- IX Congreso de Compra Pública de Innovación en Salud. 21 y 22 de 

octubre. Cátedra Instituto Aragonés de Ciencias de la Salud (IACS) de la 
Universidad de Zaragoza. 
 

Fuente: cpi.aragon.es 
 

- Curso online Licitador y licitante. Aspectos prácticos de la contratación en 
hospitales públicos y privados. Del 30 de septiembre al 29 de noviembre 
de 2026. 
 

Fuente: hospitecnia.com 
 
 

 

 

https://drive.google.com/file/d/1RKXt_iJFhGJZYJk-gvqkSE8o-8n28a0f/view?pli=1
https://drive.google.com/file/d/1RKXt_iJFhGJZYJk-gvqkSE8o-8n28a0f/view?pli=1
https://www.iacs.es/evento/amf043-26-normas-de-buena-practica-clinica-bpc-en-investigacion-ich-e6-r3-edicion-2026/
https://www.iacs.es/evento/amf043-26-normas-de-buena-practica-clinica-bpc-en-investigacion-ich-e6-r3-edicion-2026/
https://cpi.aragon.es/ix-congreso-de-compra-publica-de-innovacion-en-salud/
https://cpi.aragon.es/ix-congreso-de-compra-publica-de-innovacion-en-salud/
https://hospitecnia.com/agenda/licitador-licitante-aspectos-practicos-contratacion-hospitales/
https://hospitecnia.com/agenda/licitador-licitante-aspectos-practicos-contratacion-hospitales/


72 

 

-NOTICIAS- 
 
 
I. Protección de datos sanitarios y confidencialidad. 
 

 Juzgan a tres enfermeros de Badajoz por consultar el historial clínico de una 
compañera sin autorización. 
 
Fuente: La crónica de Badajoz 
 

 Protección de Datos multa con 2,4 millones a la empresa 23andMe por la 
filtración de datos genéticos de sus clientes. 
 
Fuente:  El Mundo 

 
II. Profesionales sanitarios: ejercicio profesional, régimen disciplinario, derechos 
laborales y seguridad. 

 

 Guerra abierta entre enfermeras y Brujas: el problema de las doulas que 
acecha a Sanidad. 
 
Fuente:  El Confidencial 
 

 La Junta impulsará una ley específica sobre agresiones a profesionales del 
sistema sanitario. 
 
Fuente:  Europa Press 
 

 El TSXG rechaza que se vulnerase el derecho a huelga durante los paros en 
Radiología del Álvaro Cunqueiro. 
 
Fuente:  Cadena Ser 
 

 Suspenden a una farmacéutica vasca que dispensó 1.334 envases de una 
medicación a una misma paciente, valorados en 356.000 euros. 
 
Fuente:  El Mundo 

 
III. Derechos de los pacientes, autonomía, consentimiento y responsabilidad 
sanitaria. 
 

 Indemnizan con 50.000 euros a un paciente tratado por ansiedad cuando en 
realidad tenía un cáncer grave junto a un riñón. 
 
Fuente:  La Voz De Galicia 
 
 
 

https://www.lacronicabadajoz.com/badajoz/2026/07/02/juzgan-tres-enfermeros-badajoz-consultar-132033189.html
https://www.lacronicabadajoz.com/badajoz/2026/07/02/juzgan-tres-enfermeros-badajoz-consultar-132033189.html
https://www.elmundo.es/economia/empresas/2026/07/17/6a59e82ce4d4d8da678b45a3.html
https://www.elmundo.es/economia/empresas/2026/07/17/6a59e82ce4d4d8da678b45a3.html
https://www.elconfidencial.com/salud/2026-02-16/doulas-enfermeras-riesgos-partos-sin-asistencia-sanitaria_4304134/
https://www.elconfidencial.com/salud/2026-02-16/doulas-enfermeras-riesgos-partos-sin-asistencia-sanitaria_4304134/
https://www.europapress.es/videos/video-junta-impulsara-ley-especifica-agresiones-profesionales-sistema-sanitario-20260626132803.html
https://www.europapress.es/videos/video-junta-impulsara-ley-especifica-agresiones-profesionales-sistema-sanitario-20260626132803.html
https://cadenaser.com/galicia/2026/07/24/el-tsxg-rechaza-que-se-vulnerase-el-derecho-a-huelga-durante-los-paros-en-radiologia-del-alvaro-cunqueiro-radio-vigo/
https://cadenaser.com/galicia/2026/07/24/el-tsxg-rechaza-que-se-vulnerase-el-derecho-a-huelga-durante-los-paros-en-radiologia-del-alvaro-cunqueiro-radio-vigo/
https://www.elmundo.es/salud/2026/07/22/6a60d104e9cf4a7e508b4571.html
https://www.elmundo.es/salud/2026/07/22/6a60d104e9cf4a7e508b4571.html
https://www.lavozdegalicia.es/noticia/carballo/2026/07/21/indemnizan-50000-euros-paciente-tratado-ansiedad-realidad-sufria-cancer-grave/0003_202607C21C2994.htm
https://www.lavozdegalicia.es/noticia/carballo/2026/07/21/indemnizan-50000-euros-paciente-tratado-ansiedad-realidad-sufria-cancer-grave/0003_202607C21C2994.htm
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 El TSJCV condena a la Generalitat: 120.000 euros por una epidural no 
consentida. 
 
Fuente:  Moncloa. 
 

 Un estudio de la OMS rechaza que se obligue a los sanitarios a denunciar 
agresiones machistas cuando la paciente no quiere. 
 
Fuente:  El País 
 

 Miles de groenlandesas esterilizadas sin consentimiento recibirán una 
compensación de 40.000 euros. 
 
Fuente:  ABC 
 

IV. Final de la vida, eutanasia y límites éticos de la actuación médica. 
 

 El padre de Francesc Augé tira la toalla en la batalla judicial para evitar la 
eutanasia de su hijo. 
 
Fuente:  El País 
 

 Un médico alemán que confesó acabar con el "sufrimiento" de sus pacientes, 
condenado a cadena perpetua por el asesinato de 15 personas. 
 
Fuente:  Cadena Ser 
 

 Radiografía de más de 10.000 eutanasias en Países Bajos: las carencias del 
sistema sanitario pueden aumentar las peticiones. 
 
Fuente:  El País 
 

 Richard Coker: «He acortado la vida de decenas de pacientes». 
 
Fuente:  ABC 

 
V. Genética, reproducción humana y nuevas fronteras de la bioética. 
 

 Una proposición de ley para equiparar los óvulos al semen. 
 
Fuente:  El Correo 
 

 ¿Cuánto pagarías por un bebé más inteligente? 
 
Fuente:  ABC 
 
 
 

https://www.moncloa.com/2026/08/29/tsjcv-responsabilidad-patrimonial-sanitaria-epidural-3422839/
https://elpais.com/sociedad/2026-08-20/un-estudio-de-la-oms-rechaza-que-se-obligue-a-los-sanitarios-a-denunciar-agresiones-machistas-cuando-la-paciente-no-quiere.html
https://www.abc.es/sociedad/miles-groenlandesas-esterilizadas-consentimiento-recibiran-compensacion-40000-20260827180224-nt.html
https://elpais.com/espana/catalunya/2026-08-27/el-padre-de-francesc-auge-tira-la-toalla-en-la-batalla-judicial-para-evitar-la-eutanasia-de-su-hijo.html
https://cadenaser.com/nacional/2026/07/08/un-medico-aleman-que-confeso-acabar-con-el-sufrimiento-de-sus-pacientes-condenado-a-cadena-perpetua-por-el-asesinato-de-15-personas-cadena-ser/
https://cadenaser.com/nacional/2026/07/08/un-medico-aleman-que-confeso-acabar-con-el-sufrimiento-de-sus-pacientes-condenado-a-cadena-perpetua-por-el-asesinato-de-15-personas-cadena-ser/
https://elpais.com/sociedad/2026-07-25/radiografia-de-mas-de-10000-eutanasias-en-paises-bajos-las-carencias-del-sistema-sanitario-pueden-aumentar-las-peticiones.html
https://elpais.com/sociedad/2026-07-25/radiografia-de-mas-de-10000-eutanasias-en-paises-bajos-las-carencias-del-sistema-sanitario-pueden-aumentar-las-peticiones.html
https://www.abc.es/xlsemanal/richard-coker-medico-pacientes-terminales-eutanasia-muerte-asistida-20260810140341-ntrc.html
https://www.abc.es/xlsemanal/richard-coker-medico-pacientes-terminales-eutanasia-muerte-asistida-20260810140341-ntrc.html
https://www.elcorreo.com/sociedad/salud/proposicion-ley-equiparar-ovulos-semen-20260830145249-nt.html?ref=https%3A%2F%2Fwww.elcorreo.com%2Fsociedad%2Fsalud%2Fproposicion-ley-equiparar-ovulos-semen-20260830145249-nt.html
https://www.elcorreo.com/sociedad/salud/proposicion-ley-equiparar-ovulos-semen-20260830145249-nt.html?ref=https%3A%2F%2Fwww.elcorreo.com%2Fsociedad%2Fsalud%2Fproposicion-ley-equiparar-ovulos-semen-20260830145249-nt.html
https://www.abc.es/sociedad/pagaria-bebe-inteligente-20260816130637-nt.html
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 Ocultan la muerte de una niña en China tras probar en ella una terapia de 
edición genética. 
 
Fuente:  ABC 

 
VI. Medicamentos, evaluación de tecnologías sanitarias, financiación e 
innovación. 
 

 Evaluación de Tecnologías: ciencia y acción para el acceso a la innovación. 
 
Fuente:  Demócrata. 

 

 Pacientes, médicos e industria se rebelan contra el veto público a financiar 
dos fármacos para el alzhéimer. 
 
Fuente:  El Confidencial 
 

 El precio de los medicamentos y la paradoja de la transparencia. 
 
Fuente:  El País 
 

VII. Organización sanitaria, acceso a la asistencia y transformación del sistema. 
 

 Los médicos no quieren ir a la cárcel, la otra condena de los presos: “No 
tenemos libertad, pero sí derecho a sanidad”. 
 
Fuente:  El País 
 

 Suspenden de empleo y sueldo a un médico por negarse a atender a decenas 
de pacientes en el Hospital de Torrevieja. 
 
Fuente:  Telecinco 
 

 La Sanidad inglesa implementa la Inteligencia Artificial para mejorar la 
asistencia y tiempo de espera de los pacientes. 
 
Fuente: 20 minutos 
 

 El TJUE avala que un Estado miembro imponga la vacunación obligatoria a 
miembros del Ejército. 
 
Fuente:  El Confidencial 
 

https://www.abc.es/salud/ocultan-muerte-nina-china-tras-probar-terapia-20260724114332-nt.html
https://www.abc.es/salud/ocultan-muerte-nina-china-tras-probar-terapia-20260724114332-nt.html
https://www.democrata.es/analisis-y-opinion/evaluacion-tecnologias-ciencia-accion-acceso-innovacion/
https://www.democrata.es/analisis-y-opinion/evaluacion-tecnologias-ciencia-accion-acceso-innovacion/
https://www.elconfidencial.com/salud/2026-07-17/desacuerdo-por-no-financiar-dos-farmacos-contra-el-alzheimer_4391646/
https://www.elconfidencial.com/salud/2026-07-17/desacuerdo-por-no-financiar-dos-farmacos-contra-el-alzheimer_4391646/
https://elpais.com/economia/negocios/2026-08-16/el-precio-de-los-medicamentos-y-la-paradoja-de-la-transparencia.html
https://elpais.com/espana/madrid/2026-07-28/los-medicos-no-quieren-ir-a-la-carcel-la-otra-condena-de-los-presos-no-tenemos-libertad-pero-si-derecho-a-sanidad.html
https://elpais.com/espana/madrid/2026-07-28/los-medicos-no-quieren-ir-a-la-carcel-la-otra-condena-de-los-presos-no-tenemos-libertad-pero-si-derecho-a-sanidad.html
https://www.telecinco.es/noticias/valencia/20260831/suspenden-medico-negarse-atender-pacientes-hospital-torrevieja_18_020052360.html
https://www.20minutos.es/internacional/sanidad-inglesa-implementa-inteligencia-artificial-para-mejorar-asistencia-tiempo-espera-los-pacientes_7010761_0.html
https://www.20minutos.es/internacional/sanidad-inglesa-implementa-inteligencia-artificial-para-mejorar-asistencia-tiempo-espera-los-pacientes_7010761_0.html
https://www.elconfidencial.com/salud/2026-06-18/tjue-avala-estado-miembro-vacunacion-obligatoria-ejercito_4375108/
https://www.elconfidencial.com/salud/2026-06-18/tjue-avala-estado-miembro-vacunacion-obligatoria-ejercito_4375108/
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-BIOETICA Y SANIDAD- 
 
 

1- CUESTIONES DE INTERES 
 
 
- En busca de un debate responsable sobre el derecho a la eutanasia. 
 
Antonio Redondo García 
Doctor en Filosofía y profesor de Educación Secundaria 
IES Ramón y Cajal (Albacete) 
 
“El caso de Noelia Castillo ha reabierto a nivel nacional e internacional el debate 
sobre el derecho a la eutanasia en nuestras sociedades pluralistas, en el que 
detractores y defensores emplean los conceptos de «santidad de vida» y «calidad de 
vida», respectivamente, para defender sus tesis. Analizaremos ambos conceptos 
siguiendo el pensamiento bioético de Diego Gracia y demostraremos que ambas 
actitudes resultan extremas e intolerantes, lo que imposibilita el acercamiento de 
posturas y el encuentro de soluciones. Finalmente, propondremos el método  
deliberativo  para  afrontar  de  forma  responsable  este  conflicto  moral  presente  
en  el  final  de  la  vida humana”. 
 
Fuente: revistaeidon.es 
 
 
- Bioética en el Papa Francisco. 
 
Mª Carmen Massé García 
Doctora en Teología, Médico de Familia, Máster en Bioética. 
Directora del Máster Universitario en Bioética. 
Universidad Pontificia Comillas. Madrid (España) 
 
“¿Puede hablarse de una bioética del Papa Francisco?  
 
Desde luego no en la intención, pues en ningún momento ha mostrado especial 
interés por los conflictos éticos que llenaron páginas del magisterio de alguno de 
sus predecesores. Francisco, sin quedarse en la norma y la sanción, prefirió entrar a 
la bioética desde sus propios cimientos para cambiarnos la perspectiva: una bioética 
más creativa, de discernimiento, misericordiosa y contextual. Pero no quiso 
quedarse ahí, sino que fue trazando un perfil propio mostrando nuevas 
preocupaciones bioéticas para una sociedad cambiante, ofreciendo respuestas desde 
el diálogo con los más vulnerables y dando un mensaje de esperanza para todos. En 
este artículo se hará un acercamiento a la bioética de un Papa que quiso cambiarnos 
la mirada y ofrecernos una palabra desde el corazón de quienes más sufren”. 
 
Fuente: laborhospitalaria.com 
 

https://www.revistaeidon.es/index.php/revistaeidon/article/view/265/242
https://www.laborhospitalaria.com/wp-content/uploads/2026/06/LH_344_art_06.pdf
https://www.laborhospitalaria.com/wp-content/uploads/2026/06/LH_344_art_06.pdf
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2-FORMACIÓN Y BIBLIOGRAFÍA 
 
 

I.- Bibliografía 
 
 

 

BIOETICA 
 
 

- Tras el efecto Michel Foucault. Hermenéutica actual de la locura y la salud 
mental. 
 

Oñate y Zubía, Teresa  
Toro Murillo, Alejandra 
Morro, Joan 
Gilabert, Fernando 
Gómez Millón, E. Olga. 
 

Fuente: dykinson.com 
 
 

II.- Formación 
 
 

BIOETICA 
 
 

- IV Seminarios de Cine, Salud y Ética: “El cuidado de la discapacidad”. 
Con la proyección de 'María Montessori'; miércoles 23 de septiembre de 
2026 a las 16:30h. 
 

Fuente: codem.es 
 

- Microcredencial Universitaria Ética de la IA: “Aproximaciones desde la 
Filosofía, el Derecho y la Ingeniería”.  
Universidad Carlos III. 
Desde el 29-09-2026 al 08-10-2026. 
 

Fuente: uc3m.es 
 

- XIII Simposio aragonés de Comités de Ética. 
2 de octubre. Preinscripción hasta el 22 de septiembre. 
 

Fuente: iacs.es 
  
 
 
 

https://www.dykinson.com/libros/tras-el-efecto-michel-foucault-9791370066161/
https://www.dykinson.com/libros/tras-el-efecto-michel-foucault-9791370066161/
https://www.codem.es/noticias/septima-sesion-iv-seminarios-cine-salud-y-etica-con-proyeccion-maria-montesori
https://www.codem.es/noticias/septima-sesion-iv-seminarios-cine-salud-y-etica-con-proyeccion-maria-montesori
https://www.uc3m.es/formacion-permanente/en/Microcredencial-%C3%89tica-de-la-IA
https://www.uc3m.es/formacion-permanente/en/Microcredencial-%C3%89tica-de-la-IA
https://www.iacs.es/evento/jpf004_26-xiii-simposio-aragones-de-comites-de-etica/
https://www.iacs.es/evento/jpf004_26-xiii-simposio-aragones-de-comites-de-etica/
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- Segunda Jornada de Bioética: ‘Pacificar el Final de Vida’. 
     Colegio de Enfermería de Barcelona. 6 de octubre. 

 
Fuente: coib.cat 
 

- “Jornadas de Comités de Ética de la Investigación de Andalucía-2026”.   
Escuela Andaluza de Salud Pública. 
8 y 9 de octubre. 

 
Fuente: easp.es 

 -  

https://www.coib.cat/ca-es/actualitat-professional/agenda-professional/esdeveniments-agenda/2a-jornada-de-bioetica-pacificar-el-final-de-vida.html
https://www.coib.cat/ca-es/actualitat-professional/agenda-professional/esdeveniments-agenda/2a-jornada-de-bioetica-pacificar-el-final-de-vida.html
https://www.easp.es/project/jornada-comites-etica-investigacion/
https://www.easp.es/project/jornada-comites-etica-investigacion/
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-CLÁUSULA PROTECCIÓN DE DATOS- 
 
 

INFORMACIÓN BÁSICA DE PROTECCIÓN DE DATOS 

Responsable Secretaria General. Sescam 

Finalidad Información sobre actualizaciones en Derecho Sanitario y Bioética 

Legitimación 

6.1.a) Consentimiento del interesado.  
Reglamento General de Protección de Datos. 
Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y Garantía de los Derechos Digitales 

Derechos 
Puede ejercer los derechos de acceso, rectificación o supresión de sus 
datos, así como otros derechos, tal y como se explica en la información 
adicional. 

Información 
adicional 

Disponible en la dirección electrónica: 
 https://rat.castillalamancha.es/info/2325 

Consentimiento 

 Consiento que mis datos sean tratados conforme a las 
características del tratamiento previamente descrito. 
Puede retirar este consentimiento solicitándolo en el siguiente correo 
electrónico: asesoría.juridica@sescam.jccm.es  

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

https://rat.castillalamancha.es/info/2325

